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			A MANERA DE PRESENTACIÓN

			Josefina Zoraida Vázquez

			El Colegio de México

			Don Daniel Cosío Villegas solía decir que no se podía escribir historia de México sin contar con las aportaciones de los historiadores extranjeros. Sin duda la vista ajena y la investigación a fondo en archivos, sin el peso del nacionalismo y de los ismos que permeaban buena parte de nuestra historiografía, libres de las interpretaciones contrastantes del pasado, hicieron que los estudiosos extranjeros obtuvieran una visión menos subjetiva. Para 1960, en las instituciones académicas convivían, junto a hispanismo e indigenismo, marxismo, historicismo y positivismo, al igual que en la historiografía mexicana, y empezaban a tener presencia la Escuela de los Anales y poco después la teoría de la dependencia, una con resonancia amplia y la otra más bien en las ciencias sociales. La Revolución mexicana había sido tema constante entre historiadores norteamericanos, y al estallar la Revolución cubana emprendieron comparaciones e incluso se preguntaron si había muerto, lo que sirvió para incrementar el interés en la historia latinoamericana.

			Era visible la afluencia de estudiantes e investigadores extranjeros a los archivos e instituciones mexicanas, al tiempo que estudiantes mexicanos empezaban a partir a estudiar a Francia, Reino Unido y Estados Unidos. Los historiadores extranjeros privilegiaron el estudio de temas sociales y económicos, lo que influyó en alguna medida para desplazar el tradicional interés en la historia política, del arte, de las ideas y de las instituciones, que habían tenido auge gracias a las enseñanzas de Edmundo O’Gorman, Silvio Zavala, José Miranda, José Gaos, Justino Fernández y Daniel Cosío Villegas.

			Se fundaron instituciones de investigación histórica a partir de finales de la década de los treinta y en especial de los cuarenta, cuando hicieron su aparición el Departamento de Historia del Instituto Nacional de Antropología, los institutos de Investigaciones Históricas y Estéticas de la UNAM y el Centro de Estudios Históricos de El Colegio de México, que iban a introducir una novedad al proponerse formar investigadores, ya que hasta entonces la meta había sido preparar maestros de historia para instituciones de educación media. Todas las instituciones se vieron beneficiadas con la llegada de los intelectuales españoles refugiados al triunfo de Francisco Franco y con la fructífera labor del Fondo de Cultura Económica, que con sus traducciones directas puso al alcance de los estudiosos mexicanos todas las novedades históricas, filosóficas y de ciencias sociales.

			El contacto creciente entre estudiosos de México y Estados Unidos sugirió a don Silvio Zavala y Lewis Hanke, en 1949, la idea de organizar una primera reunión de historiadores mexicanos y norteamericanos en Monterrey, a la que seguiría otra en Austin, Texas. Aquéllas no se limitaban a historiadores mexicanistas y debatieron temas más generales, como la enseñanza de la historia, la historia de la literatura, la intelectual, la preservación de documentos, y también temas que compartían los dos países, como las provincias fronterizas. Hubo un intervalo en que no se convocaron, hasta que hacia 1967 don Daniel Cosío Villegas consideró conveniente reanudarlas, pero centradas en la historiografía mexicanista de los dos países. También se propuso ampliar la tercera reunión a historiadores europeos, incluyendo historiadores del otro lado de la cortina de hierro. Tres colegas de la República Democrática Alemana: Manfred Kossok, Frederich Katz y Horst Drechsler aceptaron y asistieron. Los soviéticos, conocidos por libros aparecidos por entonces, tuvieron problemas para obtener la visa y no pudieron hacerlo, aunque Alperovich mandó el comentario que se le había solicitado. Llegaron historiadores norteamericanos destacados, entre los que recuerdo a Woodrow Borah, Howard Cline, Michael Meyer, Charles Hale, Robert Potash, Stanley Ross , John L. Phelan, Charles Gibson, Harry Bernstein, Stanley Stein, Nettie Lee Benson; también  a David Brading y Alistair Hennessy (ingleses), y a Max Savelle y Jean Meyer (franceses). El programa se restringió al análisis de la historiografía mexicanista, sus nuevas aproximaciones, vacíos y novedades, lo que sirvió para señalar temas pendientes, nuevas metodologías, periodos que requerían revisiones mayores. El creciente interés en México y Latinoamérica permitió que desde entonces estas reuniones se hicieran regularmente cada cinco años, un ejercicio que permitió contribuir a superar la interpretación que conocíamos como “historia oficial”, de la cual apenas quedan rastros en algunos historiadores nacionalistas, pues la profesionalización de la historia en México y las aportaciones extranjeras han desplazado prejuicios e ismos para nutrirse en archivos y repositorios mexicanos e internacionales, con lo cual la historiografía ha entrado en una nueva etapa.

			La influencia alemana tardó más en sentirse por el desconocimiento de la lengua y la escasez de traducciones. Entre los estudiosos extranjeros de nuestra historia estuvieron discípulos del profesor de la Universidad de Colonia Richard Konetzke, entre los que se encontraba Horst Pietschmann. Éste contaba con una excelente formación, experiencias variadas, gran vocación y un amplio conocimiento de la historia europea y las corrientes históricas, y en el seminario se interesó en el estudio de la historia novohispana. Terminó por elegir como tema el establecimiento de las intendencias, su aplicación desigual y los cambios que conllevaron en las instituciones, que influirían en la conformación de la etapa nacional.

			Mi primer contacto con Horst Pietschmann tuvo lugar en 1982, durante mi estancia como profesora visitante en la Johann Wolfgang Goethe Universität de Frankfurt. Un colega de la Universidad de Göttingen, a quien había conocido durante su estancia de estudios en El Colegio de México, le comunicó mi presencia en Alemania y el profesor Pietschmann amablemente me llamó por teléfono. Durante esa estancia en Frankfurt, recibí una invitación para dictar una conferencia en la Universidad de Rostock y, como iba a cruzar por Leipzig, aproveché para detenerme dos días y visitar a Manfred Kossok. Comimos juntos y tocamos temas que él había trabajado con relación a la independencia de México y el contexto europeo. La charla se extendió a otros temas y alguna opinión que emití sirvió para que me insistiera en leer el libro de Horst Pietschmann sobre las intendencias. Yo conocía algunos de sus artículos en revistas españolas y tenía referencias suyas por amigos españoles y colegas mexicanos que habían tenido contacto con él durante su estancia de investigación en México en los años sesenta. Recordé que Woodrow Borah también me había sugerido su lectura, de manera que a mi regreso a México saqué el libro de la biblioteca y diccionario en mano emprendí una lenta lectura, seguramente incompleta, pero suficiente para convencerme de la importancia de su traducción, algo que más tarde lograría que hiciera el Fondo de Cultura Económica.

			Conocí personalmente al profesor Pietschmann en el otoño de 1983, gracias a que tuve la suerte de formar parte de la docena de historiadores latinoamericanos que la DAAD de la República Federal de Alemania invitó para hacer una visita a instituciones académicas alemanas del 17 septiembre al 2 de octubre de 1983. Como parte de esa visita recibimos una invitación de los organizadores de las universidades de Hamburgo y Colonia para presentar una ponencia en la reunión para celebrar el bicentenario de Bolívar. Horst Pietschmann era uno de los organizadores y a ese primer contacto siguieron otros en reuniones académicas europeas, que resultaron en una gran amistad y una nutrida correspondencia en la que me trasmitió conocimientos, enseñanzas y críticas constructivas.

			Esas décadas vieron aparecer numerosos estudios de académicos tanto norteamericanos como europeos sobre la tardía etapa novohispana desde diferentes perspectivas que mostraron muchas continuidades con la primera etapa de la historia nacional. La diferencia entre los dos grupos era que los primeros estaban en muchos casos presos de las modas, mientras los europeos se empeñaban en la historia menos especializada, lo que les permitió una visión general que mantuvo a la política junto a elementos sociales, económicos y culturales, para comprender la monarquía hispánica en conjunto y los virreinatos como parte de ésta. Tulio Halperín, Horst Pietschmann, David Brading y Brian Hamnett mostraron la inviabilidad del corte de 1821 que dividía tradicionalmente la historia virreinal y la nacional, de manera que los interesados en el siglo XIX nos vimos precisados a adentrarnos en el tardío siglo XVIII, en especial a partir de 1760 y de lo que Brading consideró como “revolución política”.

			El interés despertado por toda esa bibliografía me inspiró intentar proyectar un librito que incluyera varias de esas novedosas miradas al siglo XVIII, y en 1989 invité a Horst Pietschmann, Brian Hamnett, Pedro Pérez Herrero, Carlos Marichal y David Brading a contribuir para el tomo, que titulé Interpretaciones del siglo XVIII mexicano y el impacto de las reformas borbónicas, el cual apareció en 1992. Al recibir el artículo de Pietschmann, “Protoliberalismo, reformas borbónicas y revolución: la Nueva España en el último tercio del siglo XVIII”, me pareció tan incisivo que decidí publicarlo antes en Historia Mexicana , entonces bajo mi dirección. El artículo subrayaba la poca uniformidad de la Ilustración y cómo en el fondo de las reformas se encontraban ya “los principios del Estado liberal burgués”, que incluía el término de ciudadano y el intento de construir “una nación española”. Apelaba también al uso descuidado de los conceptos centralización y descentralización, para desafiar el centralismo de las reformas. A los lectores el artículo les resultó novedoso y empezaron a citarlo, lo que se sumó a que por entonces el Fondo de Cultura Económica publicaba la traducción de sus libros El Estado y su evolución al principio de la colonización española de América, en 1989, y Las reformas borbónicas y el sistema de intendencias en Nueva España. Un estudio político administrativo, en 1991. Los libros le darían a Pietschmann gran presencia entre los historiadores mexicanos. No tardaron las revistas académicas mexicanas en incluir artículos suyos y sus títulos pasaron a formar parte de las bibliografías de los cursos universitarios. Me parece desafortunado que El Estado y su evolución al principio de la colonización española de América y sus estudios acerca de temas sobre la monarquía española sean menos leídos, porque su originalidad los hace excelentes auxiliares para comprender las instituciones de la monarquía hispánica y su política hacia las Indias. Curiosamente la traducción de sus libros al español también ampliaría el número de lectores entre los mexicanistas norteamericanos.

			Después de su estancia de investigación en México a mediados de los años sesenta, seguramente por su interés en la historia de España y su cercanía con Alemania, Pietschmann privilegió la consulta en archivos españoles y el contacto con sus instituciones, y sólo hasta la década de los noventa reanudaría sus visitas a México, y hasta pasó todo un año en El Colegio de México gracias a la cátedra Humboldt, año en el que pudo colaborar con el Instituto de Investigaciones Históricas de la UNAM y participar activamente en las instituciones de la capital y de varios estados.

			Destacado catedrático, maestro, amigo, guía, crítico y animador de sus discípulos, Pietschmann nunca ha dudado en sacrificar tiempo y energía para ampliar espacios para el estudio de Latinoamérica en la Universidad de Hamburgo, y su impresionante ímpetu le ha permitido formar discípulos e inclinarlos a incursionar en temas mexicanos y latinoamericanos. Ha sido miembro de la redacción y director del prestigiado Jahrbuch für Geschchte Lateinamerikas, y fue promotor y presidente de la Asociación de Historiadores Latinoamericanistas Europeos de los primeros tiempos, antes de que al desbordarse decidiera desconectarse. Sus múltiples intereses lo han hecho un entusiasta colaborador de empresas culturales en Europa y América, de manera que muchos de nosotros somos deudores de sus críticas, comentarios de nuestros textos y sugerencia de lecturas sobre temas cercanos a uno de sus intereses: el del proceso de formación del Estado.

			Creemos que esta antología, seleccionada entre múltiples temas que ha abordado a lo largo de su productiva vida académica, mostrará su originalidad y servirá para sugerir nuevos caminos y reflexiones que resulten en una mejor comprensión del pasado. También constituye, desde luego, un merecido reconocimiento a sus importantes aportaciones al estudio de la historia mexicana.

		

	
		
			
			INTRODUCCIÓN

			José Enrique Covarrubias

			La obra de Horst Pietschmann constituye, sin duda, una de las más interesantes y originales que se han escrito sobre las historias de México y de Hispanoamérica. Iniciada en los años sesenta del siglo XX, su producción no ha dejado de aparecer hasta fechas recientes con libros, artículos, compilaciones, etc., que atestiguan una actitud de interlocución y de debate poco común en el medio académico, así como una capacidad de comprensión histórica que contribuye en mucho a un mejor conocimiento de países geográfica y culturalmente muy distintos del suyo.

			Nacido en Bremen en 1940, Pietschmann pertenece a una generación alemana notablemente marcada por las circunstancias históricas y la conciencia de los condicionamientos del propio pasado. Su familia vivía en el protectorado de Bohemia y Moravia, el cual, al terminar la Segunda Guerra Mundial, fue disuelto y quedó incorporado a Checoslovaquia, de suerte que el destino le impuso la emigración al oeste, concretamente a Bavaria y la zona del río Ruhr, con lo que iniciaría una vida que habría de incluir tanto la convivencia con campesinos europeos tradicionales como la posterior integración a un contexto de vida urbana y moderna en condición de universitario y hombre de mundo. En sendas entrevistas con colegas historiadoras,[1] la reflexión acerca de su propia obra y vida incluye precisamente la manera en que esta accidentada existencia orientó sus preguntas sobre la historia de México, de la América hispánica y del mundo en general. Tras vivir su infancia en un pequeño pueblo bávaro (Tausnitz), pasó a hacer sus estudios universitarios en Colonia, ciudad muy marcada por su cercanía con Francia, para desde ahí emprender un viaje de investigación histórica hacia el otro lado del Atlántico, a un México con el que no lo ligaba ningún antecedente familiar o personal pero que por entonces atraía crecientemente a historiadores, arqueólogos y científicos sociales del extranjero. Este acrecentamiento continuo de experiencias biográficas encontraría un fructífero paralelo en el ensanchamiento de horizontes temáticos y conceptuales de su labor como historiador, particularmente en relación con México.

			La presente antología ha sido pensada, entre otros motivos, para ofrecer una muestra del tipo de temas y planteamientos con que Pietschmann se ha enfrascado a lo largo de su estudio de la historia de México y otros países de habla española. Los textos incorporados dan testimonio de su sólida formación académica, así como de la brújula siempre activa que lo ha guiado en el ensanchamiento de su curiosidad sobre el pasado de dichos pueblos y de lo que éste puede significar en el horizonte amplio de la historia mundial.

			Empecemos, sin embargo, por lo que corresponde, y remitámonos a los inicios del interés de nuestro autor por las cuestiones hispanoamericanas. Originalmente quería estudiar leyes; sin embargo, ésta era una carrera que por entonces satisfacía la demanda existente y ofrecía muy malas perspectivas en cuanto al desenvolvimiento profesional y también relación con su curiosidad. Se decidió, en consecuencia, por la historia, las lenguas románicas, la filosofía (particularmente la cartesiana) y la pedagogía en la universidad de Colonia, institución que contaba con un departamento de Historia Iberoamericana encabezado por el profesor Richard Konetzke. Bajo la dirección de éste, Pietschmann emprendió estudios de doctorado en Historia ibérica y latinoamericana, situación que le permitió realizar una estancia de investigación en la Ciudad de México en 1964.[2] Obligado a modificar su proyecto original de investigación,[3] que confinaría la indagación al Archivo Municipal de Puebla, el joven doctorante desplegó su actividad en el Archivo General de la Nación de México y posteriormente en el de Indias de Sevilla, lo cual le posibilitó una tesis sobre la introducción general del sistema de intendencias en Nueva España durante el periodo borbónico.[4]

			La elección del tema para la tesis de doctorado no era extraña en el caso de un investigador alemán interesado en Nueva España. Punto fuerte de la historiografía alemana ha sido tradicionalmente el estudio de las cuestiones constitucionales y administrativas, temática que desde entonces formaría parte de la agenda de Pietschmann, si bien con más intensidad en algunos momentos que en otros. La llamada historia constitucional o Verfassungsgeschichte constituye una corriente gestada en Alemania a principios del siglo XX y entre cuyos principales representantes hay que contar a Fritz Hartung, Gerhard Oestreich y Otto Hintze, académicos de gran prestigio y con un alto número de continuadores hasta la actualidad. Una cuestión central para ellos fue lo relativo a la formación y evolución del Estado moderno, asunto muy relacionado con el del absolutismo en Europa, que desde su punto de vista (sobre todo de Hintze) debía ser vinculado con la temática económica (el surgimiento del capitalismo, por ejemplo) y con la competencia y las relaciones de poder y rango entre Estados en el ámbito internacional.[5]

			Una curiosidad como ésta tuvo sus raíces y comienzos en el medio intelectual de Alemania hacia mediados del siglo XIX, cuando Friedrich Carl von Savigny recurrió al método histórico en sus estudios sobre el derecho en Roma y en su país, casi simultáneamente que Lorenz von Stein, jurista y sociólogo de inspiración hegeliana, sumaba la perspectiva administrativa al estudio jurídico (sobre todo de las constituciones), aportando así a un estudio integral de la formación y la evolución del Estado en conjunción con la historia social, jurídica y administrativa. Es el tándem de Staatsbildung y Staatsentwicklung, los términos alemanes para conceptos que se tornaron clásicos en la historiografía de ese país.[6] Ya en el siglo XX, como se indicaba, Ostreich, Hartung y Hintze consolidaron esta modalidad de estudio, tan interesada en el aspecto administrativo y en la manera como se estructura y desarrolla el aparato del Estado en relación con la sociedad y la economía, cuestión esta última en que economistas o sociólogos como Max Weber, Gustav von Schmoller y Otto Brunner también harían contribuciones fundamentales.[7]

			Por lo que toca a Pietschmann, su inserción en este tipo de temática respondía, en gran parte, a las posibilidades de realizar aportaciones a la historia del reformismo borbónico en México a partir del cambio administrativo traído por la introducción del sistema de intendentes en el siglo XVIII. Sin embargo, como él mismo lo señala a Zárate y a Vázquez en sus conversaciones, también consideró importante la cuestión de la geografía y el espacio, prestando mucha atención a la conformación de los vínculos sociales, económicos y religiosos entre las poblaciones de la América colonial y la sociedad de España o la de otros países europeos. No es extraña esta sensibilidad en Pietschmann para la contextualización espacial de los vínculos imperiales del complejo hispánico, si tenemos en cuenta el notable desarrollo de los estudios geográficos y la vinculación de éstos con los históricos en Alemania y Austria a lo largo del siglo XIX. Ahí surgieron temas como la antropogeografía o geografía humana de Friedrich Ratzel, los paisajes histórico-culturales de Otto Schlüter o los estudios económico-culturales de Alphons Dopsch.

			Su preocupación por los temas administrativos orientada a la formación y evolución del Estado también ha quedado elocuente y ampliamente plasmada en el libro El Estado y su evolución al principio de la colonización española, aparecido originalmente en alemán en 1980 y editado con traducción al español por el Fondo de Cultura Económica en 1989. El escrito “Los principios rectores de la organización estatal de las Indias”, incluido en la presente antología, contiene reflexiones de mucho interés sobre la perspectiva que abrió ya desde entonces, siendo de resaltar que la temática de las estructuras, leyes e instituciones estatales en Hispanoamérica había sido motivo de estudios por toda una serie de historiadores a lo largo del siglo XX, desde Silvio Zavala hasta José M. Ots Capdequí y José Miranda, entre otros, serie a la que Pietschmann se ha sumado en un lugar importante.

			A Pietschmann, el interés por la geografía y el espacio lo llevó al tema de la historia del Atlántico como una serie de redes políticas, sociales, económicas, culturales, etc., siendo también el resultado de su conocimiento de la obra de los historiadores de la Escuela de los Annales, particularmente de Fernand Braudel respecto del Mediterráneo, una influencia que se hace sentir en él durante sus estudios de historia en Colonia. Por tanto, aunque varios de los escritos de Pietschmann más directamente relacionados con el Atlántico datan de las últimas décadas, lo cierto es que desde mucho tiempo atrás él tenía conciencia de dicha temática, para la cual, por lo que toca al Atlántico, las ideas del historiador francés Jacques Godechot sobre las revoluciones del mundo moderno, y en concreto sobre las “revoluciones atlánticas”, también habían sido pioneras.[8]

			La temática del Atlántico vino a sumarse así a la historia del Estado como una de las principales para nuestro ya mencionado historiador.[9] Sin embargo, es preciso decir que la investigación histórica de Pietschmann no podría resumirse o catalogarse de manera simplista en rubros que representen compartimentos aislados o en sucesión, según los cuestionamientos que eventualmente ganan fuerza en su mente. Su obra atendió desde un principio a problemas y procesos que envolvían perspectivas múltiples y complejas donde la historia constitucional se combinaba con otras perspectivas y métodos. La pregunta sobre las condiciones y factores relacionados con el advenimiento de la independencia hispanoamericana, y muy particularmente de México, considerando el contexto reformista del último periodo borbónico, suscita desde tiempo atrás muchas de sus principales reflexiones,[10] a lo que tendremos que sumar sus continuas consideraciones sobre la naturaleza precisa de ese reformismo y el tipo de personalidades involucradas en él, una cuestión abordada tanto en sus escritos de debate como en estudios detallados de caso.[11]

			En la actualidad, Pietschmann pone un énfasis mucho mayor en el aspecto de la transformación territorial que las reformas borbónicas trajeron y debían traer consigo, a partir de que con ellas se desmanteló en gran parte la estructura y el espíritu de imperio que hasta entonces había mostrado el aparato político del complejo español. No dejó, por tanto, de interesarse en figuras políticas relevantes de esa etapa reformista o de la siguiente inmediata. Fue entonces, sin embargo, que dirigió su atención a los procesos políticos incidentes en las postrimerías del borbónico, relacionados con los temas de nación, ciudadanía e individuo, en vistas a replantear el sentido de las reformas como transformación política de un viejo imperio.

			Si tenemos en cuenta estas aportaciones de la historia constitucional, en nada sorprende el distanciamiento de Pietschmann respecto del marxismo, un tema de conversación en su entrevista con Zárate.[12] En Pietschmann existe una veta importante de reflexión y debate que se vincula con su idea de la historia y la manera más adecuada de abordarla. El punto es importante, ya que en las fechas en que Pietschmann iniciaba su investigación el marxismo y las corrientes u orientaciones para-marxistas tenían un gran peso a lo largo del planeta, y la República Federal de Alemania no era ciertamente la excepción. Ahí la discusión con el marxismo no sólo tuvo relevancia intelectual sino también política y geoestratégica, algo natural en el contexto de un país dividido y marcado por las crisis de la Guerra Fría y afectado por la vecindad directa con el bloque soviético. Sin embargo, como lo afirma Pietschmann en la entrevista con Zárate, sus conclusiones sobre el marxismo y lo que le han parecido puntos de partida equivocados del mismo, datan de sus años de juventud, concretamente de sus vivencias en el pueblo campesino de Tausnitz, aquel en que pasó su infancia. Fue entonces que advirtió la incompatibilidad entre los postulados marxistas sobre la explotación y otros fenómenos y lo que él concretamente veía y vivía por entonces, dejándole el convencimiento de que en una entidad social como la de su entorno no cabían ni esa ni las otras teorías del marxismo.[13]

			También en su preocupación por el intercambio académico se nos presenta un Pietschmann muy marcado por las experiencias personales, lo cual nos da oportunidad de mencionar otras vertientes de su perfil de historiador, ahora en relación con su permanente esfuerzo de colaboración académica e impulso a la misma. Particularmente importantes fueron sus vínculos con el historiador sueco Magnus Mörner, con quien compartió tanto sus intereses de estudio como de promoción de los temas latinoamericanos entre los estudiosos en Europa. Sus colegas alemanes Reinhard Liehr y Walther Bernecker lo acompañaron también en sus incursiones en debates y en las experiencias de intercambio con latinoamericanos, así que en conjunto vinieron a constituir un grupo eficaz en la promoción y publicación de obras colectivas sobre historia española y latinoamericana dentro del escenario editorial de Alemania. Entre ellas se encuentran las historias generales de México y España, de las que se volverá a hablar más adelante.

			Los intereses e involucramiento de Pietschmann en tareas como la edición del Anuario de historia publicado en Alemania[14] y como promotor de varios encuentros de historiadores especialistas en Latinoamérica (AHILA), así como las actividades del Comité Internacional de Ciencias Históricas y su actividad en las cátedras de investigador invitado en México (cátedra Guillermo y Alejandro de Humboldt, afiliada a la UNAM y El Colegio de México, y también en la Carter Brown Library), y asimismo como vinculador entre diversos académicos y medios de estudio a ambos lados del Atlántico, no pueden ser ignorados si se quiere entender la dimensión y los alcances de su labor de investigación histórica. En tanto que investigador con residencia e intercambio continuo en diversos países y continentes en momentos variados, se trata, sin duda, de un historiador muy representativo del ejercicio de su profesión hacia la vuelta del siglo, en una era de intensa globalización.

			No es exagerado señalar que el impacto de la obra de Pietschmann se ha ramificado mediante las investigaciones de sus alumnos, varios de los cuales han escrito tesis y libros sobre México e Hispanoamérica: Peer Schmidt, Renate Pieper, Ulrich Mücke, Jochen Meissner, Silke Hensel, Wiebke von Deylen, Christoph Rosenmüller, Ursula Heimann, y muchos otros que por razones de espacio no es posible mencionar aquí. Esta formación no sería concebible sin la prolongada labor docente de Pietschmann, transcurrida entre 1969 y 1979 como profesor asistente en la universidad de Colonia, en el departamento de Historia Ibérica y Latinoamericana, así como en esa misma universidad de 1982 a 1985, ya en calidad de profesor titular, tras haber realizado su habilitación (1977), a lo que siguió la ocupación de una cátedra equivalente en la universidad de Hamburgo desde 1985. Esta última actividad docente terminó en 2005, de acuerdo con las normas de jubilación de los profesores en Alemania.

			En cuanto a los investigadores mexicanos, Pietschmann ha expresado en repetidas ocasiones su agradecimiento por la ayuda y generosidad que le brindaron colegas con quienes entabló amistad e intercambio académico desde la concepción y elaboración de su tesis de doctorado, y por sus primeros temas de estudio: Josefina Zoraida Vázquez, Ernesto de la Torre Villar, Roberto Heredia, José Miranda, Ignacio Rubio Mañé y muchos otros. A su vez, Pietschmann ha recibido reconocimientos importantes de colegas y autoridades de México; entre ellos podemos mencionar su ingreso a la Academia Mexicana de la Historia (1997), así como la condecoración Águila Azteca que le fue concedida en Alemania en 1987, tras una visita de Estado del entonces presidente Miguel de la Madrid en ese país.[15]

			Pasemos ahora a citar los textos incorporados a esta antología, algunos de los cuales han sido mencionados brevemente en párrafos previos.

			Se hizo aquí referencia al gran interés de Pietschmann por el periodo transcurrido entre finales de la Colonia e inicios de la Independencia de los países hispanoamericanos. Es un ejemplo de la gran curiosidad de Pietschmann respecto a procesos de largo plazo, situación que le ha permitido mostrar cómo ciertos aspectos ideológicos considerados habitualmente como exclusivos de la época ilustrada se extendían por lapsos y contextos más amplios. De ello dan testimonio claro los textos de esta antología dedicados a la persona e ideas del funcionario español Bernardo Ward, a las Sociedades Económicas de Amigos del País y al programa de difusión de las ciencias útiles en el ámbito hispanohablante. Pietschmann subraya que pese a su fuerte auge en la era ilustrada, estas asociaciones y proyectos, y sobre todo las ideas que los sustentaron, enraizaban ya en épocas previas y bajo la influencia de aspectos sociales y económicos no del todo explicados hasta ahora. Señala también la diferencia entre el proceso correspondiente a España y el de Hispanoamérica, donde los jesuitas fueron precursores importantes de la Ilustración y el contexto político exigió una implementación de reformas y propósitos renovadores distinta del caso peninsular, de ahí que el modelo de las sociedades de amigos del país no encontrara un contexto socio-cultural comparable ni tampoco una disposición positiva por parte de las autoridades. Al impulso de transformación generado por los jesuitas siguió, en el caso de Nueva España, una ilustración criolla y a ésta el famoso auge fundacional de instituciones y establecimientos de gran utilidad y prestigio (Academia de San Carlos, Colegio de Minería, etc.), secuencia que confirió al auge renovador un perfil propio y diferenciante.

			La lectura de estos escritos revela asimismo la importancia que a los ojos de Pietschmann tienen los programas de transformación propuestos durante el gobierno de Carlos III, por el círculo de funcionarios con ideas reformistas más tenaces y consecuentes, aquel encabezado por Floridablanca y Campomanes, promotores (sobre todo el segundo) de un ideal ético-económico articulado principalmente por Bernardo Ward en su “Proyecto económico”.

			La importancia de estos funcionarios reformistas de Carlos III reaparece en el artículo “Nación e individuo…”, lleno de pistas y reflexiones sobre el surgimiento de la concepción moderna de nación, esto es, de una entidad formada fundamentalmente de individuos, en España e Hispanoamérica. Una vez más, es el conde de Campomanes el que aparece aquí como una figura central, pues de él parece haber procedido el impulso a una nueva idea de nación estimuladora de la participación económica de los vasallos y movida así por un espíritu utilitario atento a la satisfacción del interés de los individuos, incluidos aquellos que no pertenecían a las clases o sectores privilegiados. Términos como nación, ciudadanía, Estado, etc., podrían y deberían ser objeto de una indagación histórica más precisa en cuanto a su significado y a la manera en que se relacionaron por entonces entre sí, sostiene Pietschmann. Este texto representa, en varios aspectos, un complemento significativo a los dedicados al “Proyecto económico” de Bernardo Ward y a las Sociedades Económicas de Amigos del País. Al indagar sobre las concepciones de individuo y nación en la segunda mitad del siglo XVIII, Pietschmann muestra los alcances políticos del discurso utilitario ilustrado en dicha centuria y desde ello sugiere conexiones decisivas entre tal discurso y procesos políticos como el constitucional español gaditano del siglo XIX, donde el lema de los derechos y libertades de los ciudadanos no fue tan importante como el de las obligaciones de éstos frente al Estado. Ahí se advierte cómo, según Pietschmann, “se construye la sociedad y su organización política desde arriba, partiendo —después de la Divinidad— del concepto de nación, en concreto de la ‘nación española’”. En su rastreo de esta nueva idea de nación, Pietschmann se refiere a la actitud conservadora y retraída de las élites criollas americanas, particularmente la novohispana, que parecería haber reaccionado contra ella, tal como lo mostraría, por ejemplo, la famosa Representación del Cabildo de México de la segunda mitad del siglo XVIII. Así, en la parte final de su escrito, Pietschmann formula hipótesis sobre las posibles causas de este talante en atención a las condiciones políticas de Nueva España. En “Justicia, discurso político y reformismo borbónico en la Nueva España del siglo XVIII”, Pietschmann traza las ramificaciones de esta temática, con sus efectos jurídicos precisos, hacia las fechas más tardías del periodo español en México, en lo que hace referencia a casos concretos. De tal manera, con este último texto obtenemos pistas y respuestas, aún provisionales en varios aspectos, al interrogante sobre el vínculo entre el reformismo del siglo XVIII y la Independencia ocurrida a inicios del siguiente.

			En el texto sobre los principios rectores de la organización estatal arriba mencionado, afirmaba Pietschmann: “no hay duda de que, desde una perspectiva de historia de las estructuras, hay que buscar en la época colonial los antecedentes de la independencia y de la constitución efectiva de los Estados independientes latinoamericanos”; es claro que los textos antes referidos establecen elementos certeros en esa dirección. El escrito “Las élites políticas de México en la época de la emancipación, 1770-1830” abunda en un factor importante de continuidad entre las décadas finales de la Colonia y la primera de la Independencia, con énfasis en el concepto de élite política como muy adecuado para armonizar con el tipo de proceso acarreado por la Independencia de Hispanoamérica, sobre todo de México; en todo caso, parece más apropiado que otros, como el de burguesía o los que remiten a situaciones más bien europeas o de otras partes.

			La preocupación por las lagunas en el campo de la historiografía sobre Hispanoamérica ha sido una constante en el Pietschmann de la década de 1970-1980, aunque es probable que fuera en los dos decenios siguientes que más practicó este género de estudio, según lo muestra su comentario crítico sobre los estudios de Susan Deans-Smith y Christine Hünefeldten en torno al monopolio del tabaco en las economías tardías del México y el Perú coloniales. Pese a la existencia de estudios previos sobre aspectos del fisco colonial, por José y Mari Luz Hernández Palomo, así como de John Te Paske y Herbert S. Klein, a los que se añadían las aportaciones de Deans-Smith y Hünefeldten, a Pietschmann le pareció que en muchos sentidos abundaban más las preguntas que las respuestas. Nuevamente problematiza Pietschmann lo que se sabe sobre el sentido, las corrientes y los grupos involucrados con las reformas emprendidas por la Corona desde mediados del siglo XVIII, apuntando por lo menos tres impulsos distintos, correspondientes también a tres posiciones diferentes en cuanto a ideologías sustentantes y a la disposición al riesgo por parte de los políticos españoles metropolitanos en las políticas de transformación de Hispanoamérica. No todas las medidas de cambio importantes impulsadas entonces respondieron al mismo sentido o al mismo ideario económico, de suerte que aun sobre un tema como la renta del tabaco en México y Perú quedarían fuertes interrogantes mientras hiciera falta claridad sobre la cronología y el sentido de las reformas dieciochescas. El artículo sobre la agricultura y los alcaldes mayores entronca con varias de estas cuestiones.

			El estudio de las ideas se vio acompañado por el de la mentalidad social y su relación con el Estado, como se ve en los textos “Burocracia y corrupción en la Hispanoamérica colonial: una aproximación tentativa” y “Estado colonial y mentalidad social: el ejercicio del poder en distintos sistemas de valores. Siglo XVIII”.[16] En estos textos aborda una situación muy mencionada y recalcada pero en general poco profundizada o reflexionada por los historiadores: la corrupción en Hispanoamérica bajo el dominio español. La existencia de una violación continua de las normas legales, morales o religiosas fue un hecho innegable. ¿Cómo entenderla? Pietschmann pone el énfasis en la complejidad del problema y la improcedencia de deducir una ausencia de valores en una conducta que gran parte de la población hispanoamericana mostraba. En la idea de que la historia de las mentalidades puede representar un puente idóneo de acercamiento entre la historia del derecho o la ciencia política, por una parte, y la historia social y económica, por la otra, Pietschmann considera que en Hispanoamérica el Estado se vio desbordado al tratar de lidiar con una sociedad en que convivían valores distintos, tejidos en torno a autoridades también distintas, la religiosa y la civil, y en que los individuos se atenían a unos y otros valores y potestades según las situaciones y conveniencias. Ante esto la única fórmula aplicable (y no forzosamente eficaz en término de las metas de los gobiernos, sobre todo los borbónicos ilustrados) fue un cuidadoso casuismo jurídico gestado ya en el siglo XVI, diestra y sistemáticamente manejado por las burocracias locales desde la centuria siguiente, de suerte que éstas se tornan intermediarias entre las autoridades metropolitanas y las sociedades americanas en cuanto a la impartición de justicia y del manejo político. Notable en estos escritos es la manera en que el autor hace justicia a la complejidad de la situación y a las muchas aristas y perspectivas que forzosamente se deben de tomar en cuenta, con lo que evita los lugares comunes y los estereotipos con que fácilmente se transige cuando se abordan este tipo de temas.

			Una misma reticencia frente a conclusiones y salidas fáciles se encuentra en otros textos de esta antología. Es el caso del relacionado con “La corte virreinal de México en el siglo XVII…”, desde el punto de vista jurídico-institucional, social y cultural, con particular atención al estado de la investigación. En este caso la complejidad de la temática tiene que ver con la necesidad de metodologías diversas en función de la variada gama de problemas que ella supone; no puede ser el mismo tipo de aproximación si se quiere entender la figura del rey o del virrey en su función simbólica del poder que para dar razón de la atracción social de la corte y la participación de los diversos tipos de individuos en ella, o bien para comprender la relevancia económica que pudo haber tenido.

			Una negativa a la simplificación y reconocimiento pleno de la complejidad de los procesos históricos es, en suma, un rasgo que el lector reconocerá en prácticamente todos y cada uno de los textos que aquí se incluyen. La infaltable atención de Pietschmann al estado de la investigación sobre los temas tocados por la historiografía en torno a Hispanoamérica,  tanto en lo concerniente a la de lengua española como a la alemana, inglesa, francesa, italiana y portuguesa, se refleja continuamente en los textos aquí reunidos.[17] Un ejercicio revisor de la historiografía con tema hispanoamericano, cada vez más abundante y compleja, atestigua la notable capacidad analítica de Pietschmann y su disposición a leer y estudiar considerables masas de material histórico e historiográfico. No se puede olvidar, sin embargo, al historiador de notables capacidades sintéticas y diestro al redactar historias de corte tradicional, ajustadas a las necesidades de los estudiantes y del público en general que se interesa en la historia. Tal vertiente de su producción queda igualmente incorporada al presente volumen, sobre todo en los textos sobre historia de España en los siglos XVI y XVII y en el periodo de los Borbones. Autor de una Historia de España escrita en coautoría con Walther L. Bernecker,[18] de la que se han tomado algunos textos, Pietschmann ha participado en la redacción de textos generales, alguno de ellos de formatos muy pequeños, como el de la llamada “pequeña historia”,[19] una modalidad de difusión del conocimiento histórico que se hizo muy frecuente en Alemania tras la Segunda Guerra Mundial.[20]

			Resta decir que, dadas sus aportaciones a la historiografía sobre México desde una perspectiva tan rica, documentada y relacionada estrechamente con un interés profundo en la historia del Estado en Hispanoamérica, la historia atlántica y la historia del Imperio español, por mencionar sólo algunos de sus grandes complejos temáticos, la obra de Pietschmann ameritaba desde tiempo atrás ser motivo de una antología como la que ahora se ofrece. El lector constatará la gran diversidad de temas tratados, así como la variedad de métodos y perspectivas que Pietschmann es capaz de manejar respecto de los distintos puntos tocados, sin faltar sus continuas observaciones críticas sobre el sentido humano y científico de la búsqueda de conocimiento, que no por aparecer a veces disueltas entre concienzudas reflexiones metodológicas o de procedimiento dejan de estar siempre presentes y tener gran relevancia. El lector podrá apreciar los logros de un historiador que hace ya más de medio siglo decidió conceder una atención privilegiada a pueblos extranjeros, y entre éstos muy particularmente a México. Como labor de justicia, pero también como gustosa y fundamentada aportación al mejor conocimiento de la historia nuestra y de otros países de lengua española, el presente volumen contribuye a la difusión de una historiografía de primer nivel, cualquiera que sea la perspectiva desde la que se le aborde.

			NOTAS AL PIE

			
				
					[1]  Las entrevistas en cuestión se encuentran en: Verónica Zárate Toscano, Diálogo con historiadores. Reflexiones en torno al tiempo, el espacio y la memoria, México, Instituto Mora, Universidad Nacional Autónoma de México-Facultad de Filosofía y Letras/CONACYT/  Comité de Ciencias Históricas, 2014, pp. 235-267; Luz Elena Vázquez Bravo, La historia de México en la historiografía alemana actual. Una breve historia de México de Pietschmann, Bernecker y Tobler, tesis de maestría en Historia presentada en la UNAM, México, 2012, pp. 89-98, 137-161. La entrevista con Zárate incluye referencias biográficas.

				

				
					[2]  Formó entonces parte del proyecto de investigación Puebla-Tlaxcala, financiado por el INAH y la Deutsche Forschungesgemeinschaft, en el que también participaron otros estudiosos alemanes interesados en temas relacionados con la región señalada.

				

				
					[3]  Originalmente deseaba realizar un estudio sobre la intendencia de Puebla desde el punto de vista de la historia constitucional, de la que se hablará un poco más adelante.

				

				
					[4]  El título de la tesis en alemán fue Die Einführung des Intendantensystems in Neuspanien im Rahmen der allgemeinen Verwaltungsreform (presentada en Colonia en 1969), la cual se publicaría posteriormente en México como Las reformas borbónicas y el sistema de intendencias en Nueva España: un estudio político-administrativo, México, Fondo de Cultura Económica, 1996.

				

				
					[5]  La perspectiva de estudio ofrecida por Theda Skocpol en Los Estados y las revoluciones sociales, México, Fondo de Cultura Económica, 1984, interesada, entre otras cosas, en la relación entre las revoluciones y los programas de modernización del Estado para la competencia militar, debe bastante a escritos previos de Otto Hintze, como lo señala la misma autora en op. cit. p. 63. Desde el punto de vista de la historia europea, la historia constitucional fue de importancia decisiva para entender el proceso de formación del Estado nacional en la Edad Moderna. De los historiadores antes mencionados, Hintze vino a ser la figura decisiva, pues él intentó resolver dos cuestiones de importancia que habían provocado una continua discusión entre los estudiosos del pasado. Una era la relativa a la relación entre el desarrollo del capitalismo y el surgimiento de los Estados nacionales: ¿cómo debía entenderse el vínculo causal entre uno y otro? Hintze respondía que la relación causal unívoca entre uno y otro era ilusoria, pues en realidad se trataba de dos procesos paralelos y entrelazados, como serían las dos caras de una moneda. La otra cuestión tenía que ver con los factores de la organización del Estado, teniendo en cuenta lo relativo a la estructuración social por clases. ¿Podía asumirse, como lo hacían el marxismo y algunas otras escuelas similares, que la política exterior de un Estado debía explicarse por los intereses y el poder de las clases dominantes, los círculos capitalistas encumbrados, en un esquema de infraestructura/supraestructura? Hintze respondía que en realidad la organización en clases era sólo uno de los factores a considerar; otro era la situación del Estado en lo exterior, esto es, respecto de los otros Estados y respecto del orden general en el ámbito mundial.

				

				
					[6] Puede consultarse, sobre esto, Fritz Hartung, Staatsbildende Kräfte der Neuzeit. Gesammelte Aufsätze, Berlín, Duncker and Humblot, 1961.

				

				
					[7]  Weber hizo sus contribuciones principalmente desde la sociología; Schmoller desde la economía, concretamente desde la llamada Escuela Histórica; Brunner fue ante todo historiador pero planteó cuestiones también importantes desde el punto de vista sociológico y económico.

				

				
					[8]  Jacques Godechot, Les révolutions (1770-1799), París, Presses Universitaires de France, 1963.

				

				
					[9]  Sandra Kuntz Ficker, Horst Pietschmann (eds.), México y la economía atlántica: siglos XVIII a XX, México, El Colegio de México, 2006. En su Introducción ofrece un amplio panorama sobre la pertinencia actual de la historia atlántica.

				

				
					[10]  No es gratuito que una compilación de textos suyos realizada por sus alumnos Jochen Meissner y Renate Pieper en 2000 lleve un título que en español significa “México, entre reforma y revolución” (la obra en cuestión es Horst Pietschmann, Mexiko zwischen Reform und Revolution, Stuttgart, Steiner, 2000). En sentido estricto, como lo ha señalado él mismo (Zárate, op. cit., pp. 249-250), el énfasis y la aportación principal de Pietschmann en cuanto a las reformas borbónicas tuvo que ver, en esa etapa transcurrida entre su investigación inicial en México y los artículos subsecuentes del tipo antes señalado, ante todo con los presupuestos y preparativos de dichas reformas, sobre todo a partir de lo que los archivos españoles le proporcionaron en lo referente a la logística y las intenciones con que las autoridades metropolitanas procedían para su implementación.

				

				
					[11]  Como el dedicado al intendente de Puebla, Manuel de Flon, incorporado en la presente antología, así como el concerniente a Francisco de Saavedra y Sangrois.

				

				
					[12]  Zárate, op. cit., p. 248.

				

				
					[13]  De cualquier manera, la relación, diálogo y aprecio para con colegas de la República Democrática Alemana, como Manfred Kossock y otros, formó parte de la agenda académica de Pietschmann, quien ha reflexionado las circunstancias y trayectoria de su país marcado siempre por su conocimiento de España y los países hispanoamericanos.

				

				
					[14]  Jahrbuch für Geschichte von Staat, Wirstschaft und Gesellschaft Lateinamerikas (1964-1997) y Jahrbuch für Geschichte Lateinamerikas (publicado de 1998 en adelante).

				

				
					[15]  La entrega de la condecoración se realiza en la embajada de México en Alemania, en noviembre de ese año, después de que tuviera lugar la visita de Estado referida. También ha sido nombrado miembro de las Academias de la Historia de España, Argentina, Chile y Guatemala, entre otras varias asociaciones científicas.

				

				
					[16]  En otro artículo hace la revisión de la literatura sobre el tema que ofrece en “Corrupción en las Indias españolas: revisión de un debate en la historiografía sobre la Hispanoamérica colonial”.

				

				
					[17]  Y a veces en revisiones de gran amplitud como, por ejemplo, “El impacto de la historiografía europea en México desde la Segunda Guerra Mundial”.

				

				
					[18]  Walther L. Bernecker, Horst Pietschmann, Geschichte Spaniens, 3a. ed., Stuttgart, Verlag W. Kohlhammer, 2000.

				

				
					[19]  Como la que el mismo Pietschmann ha publicado, en coautoría, respecto de México: Horst Pietschmann, Walther L. Bernecker, Hans W. Tobler, Eine kleine Geschichte Mexikos, Frankfurt, Suhrkamp, 2007.

				

				
					[20]  Las partes iniciales de la ya citada tesis de Luz Elena Vázquez Bravo (vide supra nota 1) ilustran sobre la importancia y contexto de la publicación de relatos históricos sintéticos o “pequeñas historias” en formato de libro de bolsillo en la República Federal de Alemania tras la Segunda Guerra Mundial.
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			LOS PRINCIPIOS RECTORES DE ORGANIZACIÓN ESTATAL EN LAS INDIAS[1]

			HISTORIOGRAFÍA, MÉTODOS Y CONCEPTOS

			La historiografía sobre la organización estatal en la Hispanoamérica colonial tiene una larga trayectoria. Sin que se quiera aspirar a que la siguiente enumeración esté completa,[2] autores como Enrique Ruiz Guiñazú, Lillian Estelle Fisher, Rafael Altamira, Silvio Zavala, José M. Ots Capdequí, Alfonso García Gallo, José Miranda, Ricardo Zorraquín Becú, Juan Manzano Manzano, Jorge Ignacio Rubio Mané, Mario Góngora y Guillermo Lohmann Villena realizaron obras fundamentales sobre el tema hasta finales de la década de los cincuenta del siglo XX. Conviene recordar a estos clásicos del tema porque representan un enfoque importante sobre un problema que aun en la actualidad tiene sus cultivadores, aunque esta línea de investigación ha sido, en gran medida, sustituida por otras, con mucho más éxito en la actualidad. Aquellos clásicos, a pesar de haber trabajado sobre distintos niveles de la administración colonial, compartían, en cierta medida, una perspectiva y un enfoque metodológico común. La perspectiva era, con mayor o menor claridad, la del Imperio colonial español, es decir que la articulación de éste en los distintos niveles administrativos en América era observada desde la perspectiva metropolitana. El método empleado era en líneas generales el histórico-jurídico-institucional, que consistía en analizar la amplia legislación metropolitana —y sobre todo virreinal— con la intención de reconstruir lo que se creía era la realidad del Imperio americano. Teniendo como base esta bibliografía surgieron, durante los años sesenta, algunas obras generales que pretendían resumir la constitución interna del Imperio desde una perspectiva histórica más amplia, empleando frecuentemente conceptos y aproximaciones de interpretación procedentes de las ciencias sociales.[3]

			Paralelamente, la Escuela de los Annales en Francia y la historiografía anglosajona empezaron a reorientar hacia los problemas económico-sociales regionales la investigación sobre la época colonial hispanoamericana. Ésta adquirió un fuerte enfoque cuantitativo, aunque manteniendo todavía mayoritariamente la perspectiva imperial, si bien las fuentes utilizadas provenían ahora en gran parte de los archivos nacionales, regionales y locales de los distintos países latinoamericanos.[4] Al mismo tiempo historiadores más jóvenes, que en mayor o menor medida estaban vinculados con la tradición anterior, se lanzaron a estudiar los fenómenos de la venta o del beneficio de los cargos administrativos en América, con lo cual se empezó a relacionar el tema del Estado con la sociedad. El tema del Estado se empezó a replantear de nuevo a principios de los años ochenta, aunque centrado ahora no tanto en lo institucional, sino más bien desde la perspectiva del engranaje entre los fenómenos económico-sociales y los institucionales, e insistiendo más en los aspectos políticos que resultaban de este complejo juego de relaciones.[5]

			Entretanto, la mayoría de los estudios económico-sociales habían ido abandonando la perspectiva imperial y, tras haber detectado enormes variantes regionales en el desarrollo histórico del continente, se interesaban cada vez más por el significado político de éstas, interpretándolas como expresiones de la necesidad creciente del Imperio de unir regiones y centrarlas en torno a la metrópoli. Desde esta perspectiva, se planteaba la duda de hasta dónde las nuevas articulaciones políticas eran expresión de nuevas identidades históricas y de cómo éstas prefiguraban, en cierta manera, los Estados independientes que surgirían tras las guerras de emancipación en el Imperio español. Uno podía, asimismo, preguntarse hasta dónde el desarrollo de estas diferenciaciones regionales era parte de un proceso de formación estatal anterior a la constitución formal de los Estados independientes latinoamericanos.

			Ésta es, más o menos, la situación actual del debate sobre dicha cuestión. Habría que añadir que, en estos últimos años, ha surgido un renovado interés por lo institucional al plantearse la teoría de que el montaje institucional imperial perduró más de lo que originalmente se pensaba en el proceso de emancipación latinoamericana y continuó influyendo en los conflictos internos de los Estados latinoamericanos en el siglo XIX.

			Este desarrollo de la investigación ha padecido en cierta medida la falta de debates teóricos y verdaderos intentos de generalización. Nosotros, aparte de una incursión en la realidad económica novohispana de los pueblos de indios —en la que se estudió el sistema de los repartimientos comerciales realizados por los corregidores y los alcaldes mayores—, hemos meditado e investigado durante mucho tiempo sobre el problema del Estado en la Hispanoamérica colonial, manteniendo hasta cierto punto la aproximación institucional, aunque siempre tratando de analizar el significado y el impacto político de los organismos estatales. Así, en mi tesis de doctorado intenté utilizar aproximaciones de las ciencias sociales al tema, recurriendo a Max Weber, estudiando posteriormente la realidad más baja de la administración real en América y el proceso del beneficio de empleos entre los corregidores.[6]

			Más tarde se intentó rechazar el proceso político de creación de estructuras estatales en el siglo XVI,[7] siempre atento al progreso de la investigación sobre la economía y la sociedad. A principios de los años ochenta propusimos como lazo entre el desarrollo autonómico de las sociedades coloniales, cada vez más evidente, y la maquinaria gubernativa metropolitana y sus normas legales —normas que traducen una política metropolitana inspirada en los modelos económicos y sociales europeos de cada época—, el fenómeno de la corrupción que, desde la formación de las sociedades coloniales en el primer tercio del siglo XVII, se convierte en sistemático. Desde este punto de vista, se entendía la corrupción como un mecanismo de negociaciones y arreglos entre la Corona y las sociedades coloniales, efectuadas por una burocracia real, cada vez más autonómica, y sin tener en cuenta la legislación existente, que en muchos casos prohibió expresamente los arreglos que se realizaban. Luego se introdujo, sin definición precisa, el concepto de “Estado colonial” que en cierto modo parecía responder a las realidades detectadas conforme progresaba la investigación, concepto que fue atacado más tarde, sin que este ataque haya producido el debate teórico que la gran cantidad de nuevos conocimientos en el fondo exigía.[8] Otros autores preferían continuar utilizando el concepto de “pacto colonial” frente a la dicotomía entre sociedad(es) colonial(es) y aparato burocrático imperial. Este pacto colonial se habría redefinido conforme a las exigencias de cada época hasta llegar a romperse de forma definitiva en vísperas de las guerras de Independencia a causa del reformismo borbónico.[9] Sin embargo, este concepto de “pacto colonial” resulta tan vago como el de “Estado colonial”, ya que sólo lo utiliza una parte de la sociedad conquistadora y, más tarde, criolla. La Corona, por su parte, no parece haberlo aceptado a no ser a principios de la expansión española en América y, más tarde, si acaso, en términos de un lazo de vasallaje —cada vez más alejado del significado original y concreto que éste tuvo en la Edad Media— entre el rey y sus súbditos americanos.

			En todo caso, ambos conceptos, el de “Estado colonial” y el de “pacto colonial” nunca han sido objeto de un estudio a fondo basado en las realidades americanas de cada época. Además, ambos conceptos parecen demasiado estáticos como para responder o para poder adaptarse a la evolución de la realidad, en permanente cambio tanto en América como en la península durante los tres siglos del dominio de la Corona de Castilla —más tarde de España— en América. Finalmente, hay que comprobar que el concepto de Imperio español en América tampoco responde a las complejas realidades de los procesos históricos en ambos lados del Atlántico, ya que en él predomina la perspectiva metropolitana. A lo mucho podrían caracterizarse los procesos aludidos calificándolos de “auge” o “debilitamiento”, incluso hasta de “decadencia”, en términos similares, con lo cual se esconderían o se subvalorizarían los procesos de creación de nuevas entidades e identidades históricas en el suelo americano. Estas entidades —o identidades— cobran a lo largo de la época moderna tanta fuerza que logran primero un nivel considerable de autonomía y finalmente sobrepasan en importancia a las fuerzas de la metrópoli y de sus representantes en América al producirse la emancipación y constitución de Estados independientes.

			Ya no hay duda de que, desde una perspectiva de historia de las estructuras, hay que buscar en la época colonial los antecedentes de la independencia y de la constitución efectiva de los Estados independientes latinoamericanos. De modo que los viejos debates latinoamericanos sobre causas y antecedentes de la emancipación en la época colonial, que ya desde los años treinta del siglo XX pretendían encontrar en cualquier rebelión un antecedente de la emancipación, y que fueron en gran parte rechazados por la historiografía no nacionalista, cobran ahora nuevo sentido a la luz de las estructuras económico-sociales que se están perfilando y cuyas transformaciones a lo largo de la época colonial se dibujan de manera cada vez más precisa.[10] Finalmente, la línea de investigación que se había ocupado de analizar la conciencia criolla destacó con bastante claridad el surgimiento de una identidad de este tipo, que en algunos casos se identifica vagamente como “americana” en general y en otros casos de modo más concreto, especialmente en las regiones donde dicha búsqueda de identidad podía recurrir de alguna manera al pasado de las grandes culturas indígenas prehispánicas, como en México y Perú. Y es más: frente al antiguo concepto formalista de que el criollo es un español nacido en América, surgió una definición que vinculaba más concretamente a lo criollo con las estructuras económicas y sociales, y que caracterizaba como criollos a las personas que tenían la base económica-social de su vida en una de las muchas regiones de América y que pertenecían, al mismo tiempo, al grupo de los oligarcas de su ámbito regional.[11]

			¿Qué significa lo anterior para la historia del desarrollo estatal? A nuestro modo de ver, se impone ante todo una conclusión metodológica: el proceso histórico del Estado en Hispanoamérica debe enfocarse desde una perspectiva doble: la metropolitana y la propiamente hispanoamericana. La primera se caracteriza por un conjunto de transferencias a América de instituciones y contenidos político-mentales que se arraigan en este continente. Por otro lado, la perspectiva hispanoamericana se caracteriza por un escaso grado de institucionalización —como se tratará de desarrollar después— al principio, pero más que nada por el aporte que supone la creación de estructuras socioeconómicas, de identidades e idiosincrasias americanas y regionales. Durante bastante tiempo ambas esferas coexistieron con relativa separación o, quizá mejor, como una superposición de las estructuras imperiales sobre las americanas, regionales y locales. En el siglo XVII se produce una compenetración de ambas esferas con el acercamiento de la burocracia imperial a las realidades socioeconómicas americanas y con la mayor infiltración de la sociedad criolla en las estructuras burocráticas imperiales y la gestión de sus propios intereses mediante la misma burocracia imperial.

			A partir de entonces se inicia un proceso que le permite a la sociedad criolla servirse de, al menos, una porción de la estructura burocrática imperial para sus propios intereses. Podría afirmarse que desde entonces las sociedades coloniales lograron un mayor acceso a las instituciones administrativas que detentaban el monopolio de la transformación de intereses en política y en normas legales. Empieza, pues, una fase de relativa autonomía para las sociedades criollas, una autonomía que funciona en gran parte con maniobras que la legislación metropolitana prohibía, como, por ejemplo, la interpretación laxa de la legislación metropolitana para adaptarla a situaciones e intereses locales o regionales, e incluso directamente el soborno y el cohecho de individuos o grupos de la burocracia imperial. Parece que desde ese momento empieza la formación de un proceso que le facilita a la población encuadrada en las estructuras socioeconómicas regionales una articulación política más o menos colectiva, hecho que podría concebirse también como el comienzo de la formación de entidades protoestatales en Hispanoamérica, por debajo de una estructura imperial que se va debilitando cada vez más conforme avanza el proceso.

			Dicha interpretación presenta, sin embargo, un grave obstáculo: la falta de homogeneidad de las sociedades criollas incluso en el ámbito regional. La historia social del último decenio hizo muy patente que las sociedades criollas estaban en continua transformación a causa de elementos sociales nuevos que accedían a ellas, mientras que otros descendían económica y socialmente. Por añadidura, tales sociedades están compuestas de múltiples grupos de poder, organizados vertical y horizontalmente con estructuras de clientelismo, parentesco y compadrazgo. Estos grupos rivalizan unos con otros, y desmienten así en muchas ocasiones la supuesta solidaridad criolla.[12] Además hay indicios de que también entre mestizos y castas y entre indios se producen procesos de concientización y de solidarización que hacen aparecer todavía más fraccionadas a las sociedades criollas.[13]

			Estos resultados de la historia social reciente complican en gran medida el panorama, ya que así sólo quedan como contrapartida de las estructuras burocráticas imperiales las estructuras sociales y económicas definidas a base de generalizaciones de medio alcance. Habría que definir primero hasta dónde existió realmente una solidaridad por encima de los intereses de grupo —más allá de las facciones, partidos y grupos de parentesco o de clientela, que competían entre sí— y, si acaso, desde cuándo ésta llegó a ser efectiva en la esfera política frente a las estructuras imperiales, como sugieren los estudios sobre el criollismo. Por encima de esto convendría insistir también en el tema de la conciencia y la solidaridad de los otros grupos sociales, como indios y castas, por ejemplo. En este campo, seguramente la historia de las mentalidades podrá contribuir aún bastante a aclarar las relaciones coloniales cuando vaya acercándose de modo más sistemático a las mentalidades de los diferentes grupos sociales. Lo cierto parece ser, en todo caso, que en la segunda mitad del siglo XVIII parecen convivir en Hispanoamérica mentalidades distintas, como por ejemplo una criolla oligárquico-estamental, otra mentalidad más bien criolla-competitiva compartida por grupos sociales en ascenso —y a veces de composición racial mixta—, y otra mentalidad más de afirmación indígena, la cual se ve reflejada en numerosos documentos en los cuales los indios afirman que son “indios puros, hijos de otros tales”.[14]

			En todo caso, lo cierto parece ser que la época en que todos estos procesos se incubaron es el siglo XVII o, más concretamente, los años entre el comienzo del reinado de Felipe IV y el final del reinado de Carlos II. En este lapso se pueden observar, por un lado, un cambio en la política de la Corona y, por otro, las primeras manifestaciones, muy bien definidas, del espíritu criollo, la aparición de estructuras socioeconómicas coloniales consolidadas y el inicio no sólo de la recuperación demográfica indígena, sino también de su reafirmación étnica.

			En suma, todos los procesos que, de un modo u otro, hay que tener en cuenta al analizar el desarrollo de la formación estatal sobre la base de una mayor compenetración entre estructuras y procesos coloniales y de las superestructuras imperiales que se inician en aquella época. Por otra parte, hay que afirmar que, a pesar de todos los progresos de la investigación histórica de los últimos tiempos, el siglo XVII hispanoamericano se resiente todavía del largo olvido al que fue relegado por los historiadores. A pesar del inicio de una corriente historiográfica dedicada al siglo XVII desde los años setenta y robustecida después durante los ochenta, la masa de la producción historiográfica sobre la Hispanoamérica colonial todavía está centrada en el siglo XVI y la segunda mitad del siglo XVIII. Es forzoso concluir que la época que al parecer representa el inicio del auge y de la afirmación de lo propiamente hispanoamericano y, al mismo tiempo, el inicio del declive de las estructuras imperiales, es todavía la menos conocida, al menos relativamente, de todo el periodo colonial hispanoamericano. Esto dificulta enormemente la posibilidad de calibrar muchos de los fenómenos que hemos considerado esenciales para el proceso de formación de las estructuras estatales en Hispanoamérica.

			Por otra parte, también es necesario señalar que el trasfondo metropolitano que vino a influir en la articulación de la política y la legislación metropolitana hacia América es muy poco conocido. La historia institucional y política que se ocupa de América parte todavía de una continuidad con el siglo XVI que parece responder poco a la realidad. Así, por ejemplo, es obvio que, en lo que concierne a la política fiscal, a las proyecciones de conceptos sociales hacia América y a la aplicación y puesta en marcha de la política, existen innovaciones que han sido poco estudiadas o, peor aún, negadas por una parte de la historiografía, que rechaza la importancia, por ejemplo, de la historia de las ideas. De este modo, se impugnan a veces factores nuevos como el absolutismo, que si bien es cierto su impacto debe ser relativizado, sí modificó los principios básicos de la manera de gobernar e incluso proyectó un modelo diferente de sociedad en sus normas político-legales.

			No hay, por ejemplo, estudios sistemáticos sobre la política social y económica de la Corona con respecto a América, a pesar de que hay indicios de que hasta hubo intentos de orientar la economía colonial de acuerdo con los principios de complementariedad, mediante el cual se fomentaban determinados productos para unas regiones y se prohibían para otras.[15] Con respecto a la política social, por otra parte, nadie se ha preocupado de analizar el trasfondo de los enormes esfuerzos que se emprendieron desde las dos últimas décadas del reinado de Felipe II hasta el final del reinado de Felipe III, para organizar a lo largo del Imperio gremios de artesanos. Los autores que tratan de estos temas generales recurren a textos legales como el Cedulario de Encinas, la Recopilación o la gran obra de Solórzano Pereira,[16] sin tener en cuenta que estas obras reflejan los principios básicos de gobierno de determinados momentos y que la política sobre determinados asuntos sólo puede captarse en el aluvión regular de cédulas reales, provisiones y pragmáticas para las distintas regiones americanas. Por lo que respecta al gobierno, por ejemplo, nadie apenas se ha fijado en el incremento importante de funciones comisariales que se puede observar a lo largo del siglo XVII, es decir, el ejercicio del poder mediante funcionarios no permanentes a quienes se les encarga el arreglo de determinados asuntos más allá del funcionamiento rutinario de las instituciones clásicas.[17]

			Los cambios profundos que en tantos sectores del gobierno y de la vida económica y social puso de relieve José Antonio Maravall en su gran libro sobre la España entre los siglos XV y XVII[18] no han encontrado todavía al historiador que analice esa temática en la América española de los siglos XVI y XVII. Por raro que parezca, hay que concluir que la política que España llevó a cabo con respecto a América es más desconocida en sus detalles que los procesos históricos en América misma, a pesar de que hay indicios claros que señalan que esta política no se ciñó sólo a procurar el aumento de las rentas reales o de la producción de plata y a robustecer de tiempo en tiempo el control real sobre el conjunto americano. Tal imagen es más bien la consecuencia de una historiografía reduccionista que, o no conoce o no tiene en cuenta el amplio trasfondo de la historia europea que influyó en esta política americana.

			El único historiador que de manera sistemática estudió dicha política en los años de la posguerra fue Richard Konetzke,[19] a cuyos trabajos todavía se recurre cuando de “política americana” se trata, sin tener en cuenta que los conocimientos de la historiografía sobre la Europa e incluso la España de aquella época han aumentado considerablemente y que ya sería hora de revisar la política metropolitana hacia América a la luz de los nuevos conocimientos. De modo que tenemos que partir de una situación en la cual sabemos mucho sobre los cambios estructurales en América a lo largo de la época colonial, mientras que la política imperial se presenta todavía de forma casi estática. Ésta habría sido concebida en la época de Carlos V y continuada con ligeros cambios a lo largo de la época de los Habsburgo, para después ser sustituida por una política más mercantilista por los primeros Borbones y, más tarde, por la “revolución en el gobierno”[20] producida por el reformismo de Carlos III y Carlos IV.

			Por lo que se sabe de la historia política europea de aquellos siglos, tal visión de Hispanoamérica parece simplemente absurda y ahistórica. Un buen análisis de la política metropolitana hacia América en Europa tendría que partir de nuevo del Consejo de Indias, como hace tantos años lo hizo, con un enfoque más bien institucional, Ernesto Scháfer.[21] Y habría que estudiar de forma sistemática lo que desde ahí se proyectaba hacia el conjunto de reinos y provincias en América, teniendo en cuenta las particularidades básicas de cada región en sus estructuras económico-sociales. A pesar de que se ha insistido tantas veces en la falta de información del Consejo de Indias sobre la realidad americana, creemos que dicho organismo conocía las diferencias regionales, la composición demográfica y social y las estructuras económicas mucho mejor de lo que se cree, y que las habría tenido muy en cuenta.

			LOS ORÍGENES DE LOS FUTUROS ESTADOS

			Aparte de las flaquezas y los déficits del estado de la investigación, se plantea el problema conceptual. Ya hemos dicho que el uso del término Imperio español en América nos parece poco adecuado, pues en el fondo sólo permite caracterizar los procesos históricos a través del tiempo con calificativos como auge, estancamiento y declive, lo que encubre el surgimiento de entidades históricas nuevas en América. Este concepto tiene sentido únicamente desde la perspectiva de la historia de España, pero no significa nada desde la perspectiva americana, con la cual el planteamiento del historiador es, al fin y al cabo, el de entender cómo surgió la América Latina moderna con su sistema de Estados actuales, sus estructuras sociales, económicas y políticas tal y como éstas se presentan en toda su complejidad desde el siglo XIX. Como historiador hay que rechazar la idea de que los Estados actuales surgieron del antiguo Imperio español a lo largo de las guerras de independencia en un proceso complicado y penoso, por intervención de una especie de deus ex machina. Por el contrario, podemos afirmar que estos futuros Estados se estaban incubando y perfilando ya mucho antes, mediante procesos históricos complejos de los cuales resultó que, en el territorio de las futuras nuevas naciones, surgieron fuerzas lo suficientemente fuertes y coherentes como para que finalmente acabaran por constituirse en tal o cual país independiente.

			Es evidente que estas fuerzas no surgieron de manera autónoma, sino en interacción permanente con las estructuras administrativas imperiales, puesto que todos los nuevos Estados se constituyen en el marco de divisiones administrativas coloniales, aunque después aparecen muchos pleitos fronterizos que, en gran parte, se deben a la imprecisión de las fronteras de las entidades administrativas coloniales. El mismo concepto de demarcación administrativa forma parte del proceso de prefiguración de los posteriores Estados independientes y ha sido estudiado hasta ahora sólo de manera muy parcial. Con todo, hay estados independientes que se forman con base en simples “gobernaciones” coloniales, como Uruguay, Paraguay y la mayor parte de los Estados centroamericanos. Otros se constituyen teniendo como base distritos de “audiencias” como Chile, Bolivia, Ecuador y Venezuela, y otros, finalmente, a partir de “virreinatos”, como México, Colombia, Perú y Argentina, surgiendo, claro está, de virreinatos de los cuales ya se habían desglosado los territorios mencionados.

			Hay que partir entonces del supuesto de que cada uno de los nuevos Estados independientes tenía la cohesión suficiente para controlar más o menos desde su centro administrativo el territorio sobre el cual se constituyó. Esto significa, por un lado, que la mayor parte de los virreinatos no tenían la autoridad suficiente en toda su extensión territorial como para aglutinar de manera duradera determinados territorios, y viceversa, que algunas entidades administrativas tenían tanta cohesión e identidad que lograban emanciparse de sus instancias administrativas superiores en América. Es evidente que en la constitución de estas identidades influyeron de manera decisiva las estructuras sociales, pero también es cierto que tales estructuras se cohesionaban en torno a determinadas entidades administrativas. Esto significa que la capacidad aglutinadora de las instituciones era mucho más grande de lo que algunos sectores de la historiografía económica y social suelen admitir.

			Partiendo de tales consideraciones, nos parece que el término formación protoestatal es, al menos de momento y a falta de un concepto más adecuado, el más apropiado para caracterizar este proceso de interacción entre las fuerzas económico-sociales y las estructuras burocráticas imperiales que desembocó finalmente en la constitución de Estados independientes. Dicha interacción se da, por supuesto, en toda la época colonial, pero es en el siglo XVII cuando, aparte de ciertas entidades caracterizadas por determinadas estructuras económico-sociales, empieza a captarse claramente una conciencia de grupo en las principales manifestaciones del espíritu criollo, lo que da una nueva calidad al complejo socioeconómico estructural, un espíritu de cohesión y de vinculación a un territorio delimitado por ciertas circunscripciones territoriales administrativas. De ahí que la aplicación del concepto “formaciones protoestatales” cobre sentido más o menos desde el último tercio del siglo XVII, al menos para las regiones centrales del Imperio español americano, o sea la Nueva España propiamente dicha y el complejo Perú y Alto Perú. Para otras regiones probablemente habría que modificar la periodización.

			Ya en el siglo XVII es posible precisar con mayor claridad las regiones o jurisdicciones con muchas características estructurales propias y al mismo tiempo con un alto grado de autonomía administrativa dentro del montaje institucional imperial. Así, por ejemplo, Chile y Paraguay, Quito, Nueva Granada, Venezuela, las presidencias y capitanías generales de Guatemala, Cuba y Panamá se articulan muy claramente, tanto en el nivel socioeconómico como en cuanto a cierta autonomía política. En otras áreas se perciben entonces fuertes rivalidades entre zonas estrechamente unidas política y administrativamente —pero con perfiles estructurales propios—, como es el caso del conjunto Perú y Alto Perú, de México/Nueva España y del área controlada por la audiencia de Guadalajara, por un lado, y Yucatán, por el otro. La frecuente competencia entre las autoridades de una región y de otra en ambos complejos virreinales atestigua la situación muy claramente en lo relativo a asuntos de gobierno.

			Y lo que quizá apoye con más fuerza esta teoría es el simple hecho de que en el siglo XVII surge el concepto de “superior gobierno” frente al de gobierno simple. Este término, que no aparece en la legislación hasta finales del siglo XVIII y que en la historiografía no ha sido estudiado de manera coherente, es un claro testimonio de que el montaje institucional, creado en el siglo XVI, es puesto en tela de juicio por la simple dinámica de los procesos históricos. Todo ello contribuía a que, en determinadas regiones y jerarquías de la pirámide institucional, se concentrara un poder superior al legalmente vigente.

			En este contexto hay que afirmar que el menosprecio que gran parte de la historiografía ha mostrado durante mucho tiempo hacia los conflictos de competencia entre jerarquías burocráticas ha sido un grave error. En cuanto se conocen mejor los mecanismos de funcionamiento de los grupos de poder y sus intentos de influir en la burocracia para lograr decisiones burocráticas o legales en su favor, resulta evidente que estos pleitos de competencia no eran sólo originados por el capricho de funcionarios demasiado apegados a promover su propia posición social, sino que en muchos casos se trataba de luchas de poder en el seno de la misma burocracia, conclusión que, dicho sea de paso, salta a la vista si uno se molesta en leer la documentación, a veces enorme.

			Los historiadores de las instituciones no se ocuparon de esta problemática durante mucho tiempo, y si no fuera por historiadores que provenían más bien de la historia social, el problema no se habría abordado.[22] Sin embargo, el significado político de este fenómeno se ha analizado poco hasta el momento. Con respecto al término superior gobierno, en todo caso, se puede observar que las facultades que se derivan de él son, a partir del siglo XVII, disputadas con mucha frecuencia a los virreyes por parte de los presidentes de audiencias, que son al mismo tiempo capitanes generales y gobernadores de una circunscripción determinada, y hasta por simples capitanes generales y gobernadores. En algunos casos los virreyes lograban imponerse, en otros no. Son este tipo de pleitos los que determinan el mayor o menor grado de autonomía administrativa y política de unas u otras regiones. Hasta la fecha se sabe muy poco de los criterios según los cuales falló la Corona en última instancia en tales casos, a pesar de tratarse de un problema de importancia política primordial. Es con base en tales conflictos que hemos ido delineando el esquema antes expuesto de entidades administrativas con mayor o menor grado de autonomía o de entidades en conflicto. Sin embargo, las limitaciones de tiempo y espacio en un estudio como este impiden desarrollar y documentar a detalle las afirmaciones expuestas. Sería ello tema para otro libro.

			En este contexto es preciso señalar también que la Corona influyó, ya desde el principio de la creación del aparato burocrático imperial, en el proceso de mayor o menor acumulación de poderes administrativos con base, obviamente, en las realidades encontradas en América. Dotó a algunas regiones de un simple gobernador y a otras de un gobernador y un capitán general. Áreas más importantes todavía fueron dotadas de una audiencia con un presidente, que al mismo tiempo detentaba los cargos de gobernador y capitán general, e instituyó finalmente los virreinatos en México y en Lima (más adelante se explicará el contenido de cada uno de estos cargos y la diferencia entre sus sentidos legal y político).

			En todo caso, conviene insistir en que la forma de acumulación de los cargos en manos de un funcionario era expresión del afán de inaugurar una jerarquía administrativa con clara división de facultades y competencias según los distintos niveles regionales, puesto que sólo en casos muy contados el ámbito territorial de jurisdicción y mando que correspondía a cada uno de estos cargos era el mismo. El área de influencia de un virrey como tal era mucho más extendida que las funciones que ejercía como presidente de una audiencia. Con este cargo, el mismo virrey mandaba en un territorio más extenso que en su función de capitán general, y sólo su autoridad de gobernador era igual en extensión a la que tenía como capitán general. Este mecanismo legal resultó poco adecuado en la práctica y originó en gran parte la introducción paulatina del concepto de “superior gobierno”.

			Si a pesar de esas limitaciones de la autoridad ejercida en razón de cada cargo surgen en el siglo XVII y XVIII, en algunas áreas, disputas por el “superior gobierno”, ello es buena prueba de que el mecanismo de acumulación de cargos ya no bastaba para definir el ámbito de mando; quiere decir también que ciertos factores externos al ordenamiento jurídico de esta jerarquía imperial cobraban cada vez más fuerza e influían más en la autoridad real que lo que cualquiera de las jerarquías administrativas ejercía o, al menos, aspiraba a ejercer. Factores como la distancia, la densidad demográfica, el peso económico o la amenaza militar exterior o interior (por ejemplo la de los indios aún no integrados al sistema colonial) influían, al parecer, de manera cada vez más rigurosa en este proceso de redefinición de poderes políticos y administrativos en la historia colonial. El fenómeno político de los cambios en el ejercicio del poder efectivo sobre determinados espacios ha sido muy poco estudiado de manera sistemática, a no ser en estudios jurídico-políticos acerca de una determinada gobernación, capitanía general, etcétera.

			Tampoco hay investigaciones sistemáticas sobre la actividad legisladora de la Corona para redefinir el status administrativo del espacio americano, cuando asignaba un status jerárquico diferente a una misma circunscripción territorial al ascenderla, por ejemplo, de gobernación a gobernación y capitanía general o cuando rebajaba a una entidad como esta última a una simple gobernación. Únicamente el proceso de creación de nuevos virreinatos o audiencias durante el siglo XVIII se ha estudiado con interés en la historiografía del siglo XX. Sólo existen estudios histórico-geográficos a fondo para el caso de la Nueva España gracias al esfuerzo sistemático y prolongado de Peter Gerhard;[23] para las otras regiones del Imperio español en América es preciso recurrir a un sinnúmero de estudios individuales, frecuentemente sobre otros temas, para poder rastrear la información pertinente.[24] Por esta razón no se dispone aún de un atlas histórico de la Hispanoamérica colonial que merezca tal nombre y por ello es sumamente difícil todavía hacer visible y comprensible el proceso que hemos denominado formación de protoestados a partir del siglo XVII. Nos interesa insistir en este punto de vista, pues, en líneas generales, la investigación de los últimos años se está concentrando más bien en entidades regionales precisas y se ha profundizado mucho en el conocimiento de éstas, pero frecuentemente se ha olvidado la visión de conjunto del amplio espacio colonial hispanoamericano.[25]

			BUROCRACIA IMPERIAL Y SOCIEDAD CRIOLLA

			Para entender y calibrar este proceso de interacción entre las sociedades coloniales y la estructura burocrática imperial que montaron los dos Austrias mayores, es preciso señalar que, con excepción de la rebelión de Gonzalo Pizarro en el Perú de los años cuarenta del siglo XVI, esta jerarquía burocrática imperial nunca se puso en duda de forma radical en América. Había protestas sin fin contra medidas concretas dictadas por dicha jerarquía, había oposición a determinados funcionarios y había hasta tumultos y rebeliones locales o regionales contra ella, pero la organización como tal no se cuestionó jamás. La causa de esta lealtad parece ser doble: por un lado, los primeros descubridores y conquistadores estaban acostumbrados a este nuevo estilo de gobierno con una burocracia extremadamente especializada y, por otro lado, la lealtad hacia la persona del rey, del cual, al fin y al cabo, emanaba este aparato burocrático —contra el cual siempre se podía recurrir directamente a la persona del monarca—, garantizaba la aceptación de éste y su reconocimiento como vía principal mediante la cual se solucionaban conflictos y se obtenían favores y gracias reales.

			La historiografía ha insistido mucho en el conflicto entre criollos y peninsulares por la ocupación de cargos en la jerarquía burocrática imperial.[26] Este mismo conflicto es buena prueba de que la vía burocrática para acceder al rey, para solucionar conflictos y para lograr decisiones legales favorables a los intereses propios era plenamente aceptada. Con todo, no hay que exagerar el conflicto. En la jerarquía burocrática estaban siempre presentes los criollos en todos los niveles, aunque fuera en posiciones subalternas, como secretarios de oficina, escribanos, abogados y relatores de audiencia, porteros, etc., de modo que la jerarquía burocrática imperial siempre estaba arraigada de alguna manera en la sociedad criolla. Por otra parte, no hay que fiarse demasiado del concepto tradicional de criollo que los caracteriza como españoles nacidos en América, concepto cuestionado ya varias veces pero que se sigue utilizando. Más razonable parece la definición que caracteriza al criollo como persona cuyo centro de vida social y económica estaba en América. Según esta otra definición, también los funcionarios nacidos en la península, pero residentes ya mucho tiempo en América, casados aquí, a veces en cargos permanentes de la burocracia —por ejemplo, como oidor de audiencia u oficial de una caja real— y sin muchas perspectivas de ascenso y traslado, pasarían por criollos. Visto así, el problema del arraigo de la burocracia imperial en la sociedad criolla cobra más claridad.

			Por otra parte, es necesario considerar que en España se sabía perfectamente que un funcionario peninsular que pasaba a América no podía actuar sin vínculos ni sin cierto grado de aceptación por parte del ambiente que lo rodeaba. De modo que, con excepción de la fase inicial del establecimiento de la burocracia imperial, durante la cual se observaba una oposición manifiesta contra el sistema burocrático, éste estaba muy vinculado con la sociedad colonial.[27] Hasta los indios, después de haber aceptado la nueva forma de organización en repúblicas o comunidades, regidas de acuerdo con el sistema de gobierno municipal castellano, aceptaban la nueva jerarquía burocrática y sabían servirse de ella muy bien en defensa de sus intereses, utilizándola al parecer hasta para desplazar a la antigua élite indígena de los puestos de mando.[28]

			Tampoco hay que olvidar que esta jerarquía burocrática imperial no era tan omnipresente como podría parecer. Las distancias en el Imperio eran enormes y los centros administrativos relativamente pocos y muy distantes los unos de los otros. El número de funcionarios reales era muy escaso y la población no muy numerosa, pero enormemente dispersa en los enormes espacios del Imperio,[29] con lo cual el margen de libertad individual e incluso de los organismos de autogobierno —los cabildos de españoles e indios— era bastante grande. Y ello a pesar de estar controlados por un representante del rey —corregidor o alcalde mayor—, que por su aislamiento y lejanía de las instituciones superiores tampoco podía actuar de modo muy riguroso en los casos normales. De esta suerte, la realidad del espacio americano y de la distribución demográfica, además de las dificultades de transporte y de comunicaciones, contribuía decididamente a reducir el impacto inmediato del aparato burocrático imperial.[30]

			Finalmente, los mecanismos típicos de funcionamiento de este aparato suavizaban considerablemente su propia influencia. Los mecanismos obligatorios de instruir expedientes con opiniones y testigos diversos, de pedir consulta a muchas autoridades de distintas jerarquías, de informar a los superiores, de estudiar una realidad legal frecuentemente confusa o contradictoria y, en suma, el sistema casuista predominante —es decir el estudio de cada caso y problema en forma individual—, prolongaba muchísimo la solución de pleitos y problemas. Dicho sistema daba lugar a que las distintas jerarquías administrativas o judiciales opinaran de forma diversa, lo cual provocaba muchas interpretaciones abiertamente opuestas entre sí y la realidad legal, y contribuía a flexibilizar la rutina administrativa y a hacerla menos tajante y ejecutiva para las sociedades coloniales y sus miembros. Y casi siempre que la Corona imponía normas generales a raíz de un problema concreto, o por afán de reformar determinadas realidades que a Madrid le parecían poco adecuadas, surgían protestas que, basadas en hechos diferentes a los referidos en los textos legales provenientes de la metrópoli, clamaban por la no aplicación de las normas nuevamente impuestas. Esto, a su vez, causaba nuevas indagaciones, testimonios y pleitos, de modo que la aplicación de un mandato legal podía postergarse indefinidamente. Y, en el último de los casos, el famoso mecanismo del “obedézcase pero no se cumpla” permitía otra vez postergar la aplicación de una orden legal metropolitana.

			Este sistema funcionaba con más eficacia frente a los órdenes virreinales, ya que prolongar un debate de este modo permitía en muchos casos dejar algún asunto indeciso hasta el final del mandato de la persona del virrey que había dado una orden determinada, y frecuentemente, el sucesor, asesorado por otras personas, opinaba de manera distinta.[31] Estos procedimientos se basaban en la norma generalmente aceptada de que el rey y sus representantes no podían fallar u ordenar algo sin previo conocimiento detallado del caso y sin consultar a las autoridades de cada región afectada. En esta norma, entre otras, se ha fundado el concepto ya referido del “pacto colonial”. Sin embargo, tales normas valían también para la península, formaban parte de los principios de gobierno de la época y eran, en gran medida, el soporte del reconocimiento de la autoridad neutral del rey.

			De ahí que cuando, a fines del siglo XVIII, los reformadores ilustrados de la metrópoli quisieron cortar de raíz tales prácticas, alegando que la ley se aplica y después posiblemente se discute; su actitud se consideró como una forma despótica de gobierno y provocó una fuerte reacción que tendía a conseguir mayor autonomía frente al rey y la metrópoli en cuanto tal. Una autonomía que, finalmente, se pretendía fijar legalmente, como puede observarse en muchos ejemplos de finales de la época colonial y de inicios del movimiento de las juntas, después de la abdicación forzada de Carlos IV y Fernando VII por presión de Napoleón. Con todo, no era ésta la primera oportunidad en la cual la Corona, mediante cambios en la práctica legislativa, intentaba imponer una mayor uniformidad y normatividad legal en el Imperio americano, como demuestra el ordenancismo que tanto auge cobró durante el reinado de Felipe II y en distintas épocas posteriores. Dicho ordenancismo era la expresión de una nueva forma de gobierno inspirada por ciertas ideas que, en general, suelen calificarse como absolutismo monárquico, esfuerzos que, sin embargo, tuvieron siempre un impacto limitado, según parece, pues no se han estudiado todavía en su conjunto. A lo largo de toda la época colonial se pueden observar los esfuerzos periódicos de la Corona por imponer y homogeneizar las normas de gobierno en América y por lograr una aplicación inmediata de los nuevos principios gubernativos. El mecanismo de enviar cíclicamente visitadores a algunas regiones del Imperio con amplias facultades para reformar la administración es buena prueba de estos esfuerzos.[32]

			El antagonismo entre sociedad criolla y sistema burocrático-administrativo debe de haber sido intenso sólo en algunos periodos, esto es, en el momento de su establecimiento e imposición a las sociedades conquistadoras. Éstas se creían salvaguardadas por el sistema de las capitulaciones entre la Corona y los jefes de las empresas descubridoras y conquistadoras, interpretadas por los colonizadores como una especie de pacto entre la Corona y el grupo que sostenía la empresa. Fue durante los periodos de visita cuando la Corona intentó imponer reformas más profundas y en las diferentes fases reformistas del siglo XVIII, cuando se modificaron aspectos importantes de las estructuras internas americanas. Frente a esta perspectiva, que parte de una situación de conflicto latente e intensificado en determinados momentos entre Corona y metrópoli y las sociedades criollas —perspectiva ampliamente difundida por los historiadores que se ocupaban del fenómeno del criollismo—, hay que tener en cuenta también otro punto de vista, relativamente poco considerado y estudiado hasta la fecha, que más bien es de carácter positivo y que se impone desde la perspectiva de la formación de los protoestados en la época colonial.

			Hay que plantearse también la pregunta de hasta dónde contribuyó el sistema administrativo imperial a estructurar, organizar y vertebrar las sociedades coloniales, creando así las bases institucionales que permitirían la formación de protoestados y, posteriormente, en la época de la emancipación, la formación de Estados independientes. El simple hecho de que la formación de los nuevos Estados independientes se haga sobre la base de determinadas circunscripciones administrativas parece demostrar la importancia de este impacto, tanto más cuanto que las divisiones administrativas internas de los Estados representan también en gran medida una continuidad con respecto a la época colonial.

			Los nuevos Estados federales, departamentos provinciales, etc., en los cuales, según el tipo de constitución adoptada, se subdividirán las nuevas repúblicas, son en su enorme mayoría de origen colonial y, más en concreto, creación del reformismo ilustrado. Así, intendencias, gobernaciones y en algunos casos también subdelegaciones, vienen a constituir el tejido organizativo institucional de las nuevas repúblicas, y todo esto a pesar de que su introducción data de una época muy cercana al proceso de emancipación. De modo que habría que preguntarse también hasta dónde las divisiones territoriales creadas por la Corona a lo largo de la época colonial, e incluso poco antes de la emancipación, en el contexto de las supuestamente tan hostiles reformas borbónicas, no constituyeron un proceso de formación de protoestado que puede incluso haber constituido el requisito necesario para crear repúblicas independientes.

			El hecho de que estas entidades administrativas se convirtieran en el siglo XIX en la base de los conflictos entre centralismo y federalismo permite sospechar que este conflicto no era sólo una herencia de la reforma borbónica, o sea una herencia colonial, sino que en la época colonial había regiones cuya población tenía, al parecer, suficiente identidad como para aspirar a tener sus propios mecanismos institucionales, más cercanos que los de las antiguas metrópolis coloniales tan lejanas, y que su origen era anterior a las reformas borbónicas. Es cierto que las intendencias se montaban en gran medida sobre la base de obispados de tradición más antigua, pero el que estas nuevas subdivisiones territoriales se mantuvieran posteriormente en el seno de las nuevas repúblicas parece indicar que existía un amplio anhelo de un mayor grado de institucionalización en una parte importante de la sociedad colonial. Ciertos conflictos han impedido, sin embargo, que hasta la fecha se analice más a fondo el significado de esas reformas del gobierno territorial en el proceso de formación de los Estados independientes y en la pervivencia de estas entidades en las repúblicas independientes. Quizá el caso de Nueva Granada/Colombia, en el cual la introducción de intendencias no se llevó a cabo y donde no existieron, por tanto, subdivisiones administrativas visibles para el gobierno de un Estado independiente y que, además, tuvo una historia particularmente conflictiva, podrá servir algún día como ejemplo para estudiar este proceso.[33]

			PERIODIZACIÓN

			Tras estas consideraciones introductorias y antes de rastrear más de cerca el proceso político-institucional en Hispanoamérica, es preciso decir algo más acerca de los problemas de periodización de las épocas principales que marcan este proceso que duró tres siglos. La primera fase es obviamente la época de la conquista y de los primeros asentamientos en América, caracterizada por el pactismo de las capitulaciones; esta fase se determina cronológicamente por las principales fechas del proceso de conquista y colonización. Se cierra definitivamente con la segunda creación de Buenos Aires en 1580, pero en otras regiones, de conquista anterior, termina mucho antes.

			La segunda fase, que se sobrepone fuertemente a la primera en lo que se refiere a la cronología del proceso de conquista y colonización, se puede caracterizar por el avance progresivo del absolutismo real y el establecimiento de las estructuras administrativas imperiales, y tiene por consecuencia la eliminación de los grupos dirigentes de las huestes conquistadoras de los cargos militares, judiciales, de gobierno y mando militar, y del ordenamiento legal fundamental. A esta fase pertenece también, hecho frecuentemente olvidado, la destrucción definitiva de las estructuras políticas señoriales de los imperios indígenas con el desplazamiento de los antiguos “señores naturales” indígenas del mando político. Se puede dudar de si esta fase comenzó con el desplazamiento de Colón del mando en La Española o con el establecimiento de la primera audiencia americana en Santo Domingo en 1511. Termina, en todo caso, con el perfeccionamiento del sistema de administración fiscal durante el reinado de Felipe III.

			Un tercer periodo está caracterizado por el forcejeo entre la burocracia imperial y la sociedad criolla y por la penetración de ésta en la burocracia imperial empleando mecanismos que pueden en general clasificarse dentro del concepto de corrupción, ya que se trata de mecanismos que, en su mayoría, son proscritos por la ley, pero finalmente tolerados por la Corona. Esta fase abarca más o menos el reinado de Felipe IV. Después comienza la fase que hemos denominado de formación de protoestados, por la influencia ascendente de una sociedad criolla cada vez más consciente de sí misma. Esta fase dura hasta el comienzo de las luchas de independencia, pero se puede subdividir en tres fases menores. La primera época va más o menos de Carlos II hasta el final de la Guerra de Sucesión española, caracterizada por la permanencia irrefutable de la influencia criolla. A ésta le sigue la primera fase del reformismo borbónico, tímido, dirigido más bien a mejorar el sistema de comunicaciones y del comercio español con América, en la cual surge y se aplica a América el concepto de “colonias”, en el sentido moderno de la palabra. Concluye la fase con el reinado de Felipe V. Con Fernando VI empieza la fase de reformismo borbónico radical, durante la cual se cortan ciertos mecanismos centrales que aseguraban la influencia criolla, como la supresión del sistema de beneficios de empleos, el comienzo de las medidas de abolición del arrendamiento de rentas reales y el intento de reglamentación de los repartimientos de mercancías, que efectuaban los corregidores y alcaldes mayores con los indios de su jurisdicción, sin olvidar el nombramiento de superintendentes de Real Hacienda que recayó en las personas de los virreyes. Estas medidas se toman todas entre 1746 y 1751 y constituyen un ataque fundamental al poder criollo en América. Este reformismo radical se continúa después con Carlos III, aunque se le introducen matices nuevos, como el de formar con América un “cuerpo unido de nación”; prosigue luego con una serie de disputas en torno al concepto de “colonias” y perdura con breves interrupciones en la época de Carlos IV, interrupciones motivadas por la política internacional y la oposición criolla, hasta el comienzo del proceso de emancipación en 1808.

			La cronología propuesta es bastante global pero indica, a nuestro entender, las principales fases del proceso. Un análisis más minucioso permitiría seguramente descubrir toda una serie de subfases o periodos. Pero, para nuestro propósito, no parece oportuno insistir en este aspecto que los especialistas de la historia del proceso institucional en Hispanoamérica considerarían incluso discutible.

			MODELOS DE ORGANIZACIÓN POLÍTICA

			La primera fase del desarrollo político autónomo comienza en cierto modo cuando Bobadilla, el juez pesquisidor enviado por los Reyes Católicos en 1500 a La Española, apresa a Cristóbal Colón y a su hermano y los envía en cadenas a la península. Termina en este momento la fase de la empresa “portuguesa” de la expansión hispánica, impuesta por Colón, y que ha sido clasificada como colonización comercial. Antes de que se intente aplicar un nuevo modelo político en América, durante el breve lapso de su gobierno interino, Bobadilla, que no había recibido órdenes concretas, dejó a los pobladores que quedaban en la isla la libertad de buscar su provecho como quisieran. Tiene entonces lugar un fenómeno muy interesante que, aunque la historiografía se ha fijado poco en él, parece haber influido en la política posterior de la Corona. La mayor parte de los españoles se reparte a lo largo de la isla y empieza a vivir entre los indios, según relata Las Casas muy drásticamente. Se hacen servir por los indios, entran en uniones con mujeres relacionadas con el cacique de la región, descuidan su vestir, se hacen llevar en hamacas, constituyen, de forma grotesca, una especie de “corte”: nombran indios e indias para funciones cortesanas de servicio (mayordomo, copero, camarera, etc.) Aprenden rápidamente el idioma indígena y cuidan poco de sus deberes religiosos; en resumen, empiezan a “barbarizarse”.

			Frente a esto reacciona la Corte en 1502 con el envío del comendador Ovando como gobernador, con instrucciones que incluyen el nuevo esquema político: los españoles tienen que vivir en villas y ciudades y hay que reunir a los indios en pueblos próximos a los asentamientos españoles. Se imponen normas religiosas y de trabajo tanto para los indios como para los colonos peninsulares, y se establecen reglas para proteger a los indios y a la vez cristianizarlos. Las ordenanzas de Ovando contienen ya los principios de la política de colonización que a partir de entonces se va a seguir y que da inicio a la colonización de asentamientos y población; una línea política que encontrará su expresión máxima en las famosas ordenanzas de pacificación y población de las Indias de 1571. La elección de gobernador entre los miembros de las órdenes militares es muy significativa; ello quiere decir que se empiezan a aplicar en América las normas de la repoblación de las tierras del Islam reconquistadas en España, y, todavía más, la política que en la península se llevó a cabo en la reconquista de Extremadura y Andalucía. El intervalo que precede al gobierno de Ovando da a entender que esta política no sólo pretende integrar a los indios en un modelo de sociedad a la castellana, sino que las medidas prescritas, especialmente el carácter urbano de la colonización, pretenden también ser un mecanismo para imponer una disciplina social a los colonos españoles que van a América, con el objetivo de evitar que se reproduzcan fenómenos de “barbarización” como los ocurridos en tiempos de Bobadilla. Considerando la política posterior de la Corona a partir de este episodio, hay que decir que los empeños para imponer la autoridad de la Corona significan también siempre un esfuerzo para mantener en vigencia el modelo social castellano, contra la tentación de un mestizaje biológico, social y cultural excesivo. De ahí se explica también el intento posterior de impedir el mestizaje mediante la política de segregación de indios y españoles y mediante la constitución de las “dos repúblicas”, la de los indios y la de los españoles, que empieza a ponerse en práctica hacia mediados del siglo XVI. Se podrán explicar así no sólo las medidas de discriminación de los mestizos, sino también el recelo frente a los criollos, que se empieza a notar posteriormente. En la política de la Corona priva en adelante la forma de imponer, dentro de lo posible, los modelos metropolitanos en América. No es casualidad que la colonización se desarrolle en esta época renacentista, que tanto empeño pone en rescatar la herencia de la antigüedad griega y romana.[34]

			Pero al recurrir a las tradiciones de la Reconquista aparecerá con mayor pujanza en América el modelo señorial, al que recurrirán a continuación no sólo Diego Colón y sus partidarios —cuando el hijo del almirante sea restablecido como virrey y gobernador en 1507-1508—, sino también los jefes de las huestes posteriores de conquistadores, los encomenderos surgidos de la conquista, y también, en cierto modo, las élites criollas posteriores. Creará esto una tirantez política entre Diego Colón, quien recurre muy claramente a este modelo, y Fernando el Católico. La tensión entre los herederos de Colón y la Corona deja ver de modo muy claro que, ya en estos primeros tiempos, la Corona no estaba dispuesta a aceptar en América la parte señorial de la herencia bajomedieval de la Reconquista.

			Lo que en este contexto quizá habrá que valorar todavía más es el hecho de que, por iniciativa de Diego Colón, se conquistó la isla de Cuba con un personal seguramente bastante partidario suyo. Y que, desde Cuba, salió más tarde la hueste de Hernán Cortés para la conquista de México, es decir, la región del continente donde estas tradiciones señoriales tuvieron quizás el mayor impacto. Claro que este hecho hay que atribuirlo también a la organización “señorial” del Imperio azteca, de modo que tanto las tradiciones de los conquistadores como las de los conquistados —¿o habrá que decir “enseñoreados”, si se piensa en los resultados de la investigación etnohistórica reciente?— se complementaban ahí mejor que en ningún otro sitio.[35]

			El nuevo concepto de colonización que empezó a introducirse con el envío de Nicolás de Ovando, al insistir paralelamente en el carácter urbano de la colonización, introdujo también en la América hispánica naciente el principio de representación. Representación reclamada enseguida por las ciudades y villas que se iban fundando: primero en representaciones individuales de ciudades y villas de la isla, y luego, en momentos de crisis, por medio de juntas de ciudades con aspiraciones a formar cortes. Así, se puede observar ya en abril de 1518 una reunión de los procuradores de 11 ciudades, villas y lugares en La Española, en la cual se discutieron asuntos de interés común. Esta reunión, calificada por algunos historiadores como reunión de cortes y por otros como “ayuntamiento general”,[36] estaba fuertemente influida por los intereses divergentes de los dos bandos políticos existentes en la isla: el colombinista y el fernandino —el de los partidarios de Fernando el Católico—. Con todo, logran elaborar un “cuaderno de peticiones” similar al que solían presentar las cortes castellanas. Interesante es, sin embargo, resaltar que los dos bandos políticos abogaban desde modelos políticos distintos. Los colombinistas subrayaban más la autonomía de la isla y las aspiraciones a un “desarrollo” propio que incluía a los indios, a los cuales se pretendía proteger como a presuntos vasallos con una especie de paternalismo señorial, mientras que los fernandinistas representaban más bien los intereses económico-comerciales metropolitanos. Querían estos últimos promover más la explotación de los yacimientos auríferos de la isla y utilizar a los indios como mano de obra productiva. Esto también lo querían en cierto modo los primeros, pero, por su deseo de desarrollo autónomo, insistían más en hacerlos trabajar en la producción agrícola al modo de los vasallos europeos, y por tanto insistían más en su conservación.

			Es verdad que en aquel momento se había reducido ya el número de indios, de tal manera que había que pensar también en una reestructuración de la economía de la isla, a causa de que estaba empezándose a mermar considerablemente la producción aurífera y la emigración de muchos colonos a Cuba. Fue en esos años cuando se impuso finalmente el modelo de las plantaciones, propagado también por los padres Jerónimos, que habían sido enviados a la isla para estudiar el problema indígena. Es una coincidencia bastante significativa el que un año después de aquella junta de ciudades, Carlos V le concediera el primer asiento de negros a uno de sus cortesanos. Parece que otra vez se recurre al modelo que habían desarrollado los portugueses en su colonización de las islas atlánticas, justo en el momento en que la isla de La Española empezaba a despoblarse de indios y colonos europeos. Este modelo de colonización, en el que dominan las plantaciones y la mano de obra dependiente o esclava, va a generalizarse más tarde en el Caribe y conducirá a sociedades esclavistas que desarrollarán una afinidad mucho mayor con la metrópoli que las sociedades coloniales que empezaron a surgir con la empresa de Hernán Cortés comenzada en 1519.

			Si se consideran estos fenómenos más de cerca y en fases cronológicas más cortas, se ve corroborada de nuevo la antigua tesis de que el Caribe fue el laboratorio en el cual ensayaron los castellanos las distintas alternativas de colonización. Y hay que concluir ya desde ahora que de ahí surgieron los dos tipos de colonización que irán desarrollándose en el futuro y que se distinguirán también en sus expresiones políticas a lo largo de la época colonial.

			Antes de ocuparnos del segundo modelo de colonización que, en último término, puede reducirse al modelo que en vano intentó desarrollar Diego Colón, hay que echar una mirada al Istmo de Panamá, donde desde 1512-1513 se produce el primer asentamiento firme de Castilla en el continente americano, denominado Castilla del Oro, pero al parecer, sin el prefijo de Reino de que aparecerá quizá más tarde. Ahí, en los inicios, Vasco Núñez de Balboa había intentado una colonización pacífica, tratando de atraerse a los indios, proyecto que luego fue destruido por Pedrarias Dávila, quien incluso desplazó a Balboa y llegó, finalmente, a sentenciarlo a muerte y ejecutarlo.

			Me parece que, también en este caso, permanece subyacente el mismo conflicto que llevó en La Española al desplazamiento, más elegante por cierto, de Diego Colón, aunque la cuestión no haya sido estudiada desde esta perspectiva. Con todo, los distintos modos de proceder de Balboa y de Pedrarias hacen pensar que también aquí se trataba de un conflicto entre, por un lado, una colonización basada en una integración pacífica de los indios en una sociedad autónoma y distinta de la castellana, con fuertes influencias del sistema señorial, y por otro, el modelo comercial-explotativo representado por Pedrarias. La consideración de las estructuras que se desarrollaron posteriormente en el istmo corroboran esta interpretación. En todo caso, hay que admitir que, tanto en las islas como posteriormente en el istmo, nunca se encuentra un criollismo tan acentuado como en las otras regiones, a no ser como fenómeno tardío.

			De la empresa de Hernán Cortés —en muchos aspectos una continuación de la línea Diego Colón-Cuba-Nueva España, e incluso un desarrollo ascendente de esta línea— surgirá finalmente el primer “Reino” indiscutido en América. Cortés se encontró con un imperio indígena y no con tribus sueltas de escaso desarrollo político. Si se reduce la empresa de Cortés a lo esencial, puede sintetizarse de esta manera: encontrando la pequeña tropa cada vez más grupos étnicos cuyos señores estaban descontentos con el dominio azteca y dispuestos a aliarse con él contra el Imperio, conquistó finalmente la capital azteca y tomó prisioneros a sus dirigentes, apoyado por muchísimos señores indios que ayudaron con su gente de guerra a los europeos. Cortés, conservando prácticamente intactas las estructuras jerárquicas del Imperio, ocupó con los suyos el lugar de los dirigentes aztecas, a quienes luego intentó integrar, dentro de lo posible, a este sistema jerárquico de vasallaje como una élite de mando de segunda categoría. Gracias al mantenimiento de las estructuras señoriales indígenas dispuso de los recursos del Imperio y con la introducción del régimen de la encomienda, en contra de lo expresamente ordenado por la Corona, establece una élite de mando española que espera le sostendrá en el futuro.

			Al denominar la tierra conquistada Reino de Nueva España recurre al concepto de lo que se entendía por “Reino” en la época estamental, es decir a una sociedad estamental, jerarquizada por un sistema de vasallaje que reconoce como superior al “rey”. Pero queda éste vinculado por los derechos representativos de sus vasallos, que tienen el derecho de ser oídos y de ver remunerados los servicios que le presten, ya sea en la paz como en la guerra. El rey es, en esta línea de pensamiento, poco más que un primus inter pares con respecto a sus nobles, juez supremo y caudillo superior en la guerra, mientras que sus vasallos están dotados de una amplia gama de fueros que los inmunizan frente a aspiraciones arbitrarias de poder del rey. El principio de la representación, que la nobleza reclama individualmente y los hombres comunes mediante sus organizaciones municipales, determina en todo caso la relación entre el rey y el reino. De modo que la denominación Reino de Nueva España contiene todo un programa político en cuanto a los dos sustantivos que integra, pero también con respecto al adjetivo que forma parte del nombre de la nueva entidad política. Cortés tímidamente da incluso un paso más cuando le refiere a Carlos V que podría aspirar al título de “emperador” con mayor derecho desde la Nueva España que como “emperador de los romanos”, aludiendo seguramente así al hecho de que en un caso sería un imperio de conquista, mientras en el otro “sólo” se basaba en una elección.[37]

			A partir de entonces van surgiendo en el continente, como consecuencia de las conquistas, toda una serie de “reinos”. La fundación de reinos surge de dos focos de colonización: Cuba y el Istmo de Panamá, que no ostentaban este título. De Cuba surge el Reino de Nueva España y de éste los reinos de Nueva Galicia, Guatemala, Nueva Vizcaya y Nuevo León, mientras que del Istmo de Panamá surgen los reinos del Perú, Chile, Quito y Nueva Granada. Sabemos poco, hasta la fecha, de los criterios que definían la condición de una región conquistada como reino o como provincia. La situación prehispánica podría alegarse en los casos de la Nueva España, Perú y Quito, pero ella no explica otros casos como los de Nuevo León, Nueva Vizcaya, Nueva Galicia y Chile. Tampoco se puede alegar que las “provincias” surgen de conquistas que tienen su origen en reinos previamente establecidos. Lo único que tienen en común los reinos que se establecen en el continente es el hecho de que ninguno de ellos es fundado por una expedición procedente directamente de la península, hasta donde se puede hoy juzgar. Se puede alegar, en cambio, que toda empresa salida de Castilla produce sólo “provincias”, pero también surgen provincias en tierras conquistadas desde reinos americanos, como por ejemplo Yucatán, Nicaragua, Tucumán y algunas otras. ¿Significa acaso la creación de un reino mayores aspiraciones de autonomía? Parece muy posible, pero la falta de investigaciones sobre el tema impide afirmarlo rotundamente.

			Lo que sí parece cierto es que la Corona no adopta los términos reino y provincias en su designación jurídica de las nuevas posesiones, sino que se empeña en seguir utilizando los términos Indias, Islas y Tierras Firmes del Mar Océano. Sólo mucho más tarde adopta también el término Reinos de las Indias. Se empeña, en cambio, en dotar a las nuevas posesiones de un aparato burocrático que poco a poco viene a desplazar desde la cumbre a los poderes emanados del régimen de las capitulaciones y conquistas; desplazando primero el poder del caudillo de una hueste conquistadora al instaurar audiencias con facultades más o menos extensas de gobernación; luego, los virreyes y el sistema de presidentes, capitanes generales y gobernadores. En una segunda fase se reducen también de hecho los poderes políticos de los encomenderos al crearse el sistema de corregidores y alcaldes mayores. Se ha prestado poca atención al hecho de que, también entre los indios, se intenta desmantelar, o al menos reducir, el poder de los señores indios. Esto se produce en la Nueva España con la introducción del sistema municipal, que convierte a los señoríos indígenas en “repúblicas” o “comunidades” con una constitución municipal dentro de la cual los caciques se convierten primero en regidores y gobernadores propietarios, pero, en 1565, Felipe II suprime los derechos “feudales” de éstos al mandar que los indios no ejerzan vasallajes sobre sus indios.[38]

			En Perú ambos fenómenos se producen durante el mando del virrey Toledo, poco tiempo después. Lo importante del proceso de establecimiento del sistema burocrático en América, que se debe a Carlos V y a Felipe II, es que las jurisdicciones de los distintos cargos apenas respetan la división en reinos y provincias que surgió de la Conquista. Los virreinatos integran varios reinos y la jurisdicción de las audiencias desborda a veces sus fronteras. Todavía no se ha investigado a fondo hasta qué punto el establecimiento del aparato burocrático tomó en cuenta jurisdicciones previamente establecidas y especialmente el sistema de reinos y provincias.

			Muy interesante en este contexto aparece también el que en la primera descripción general de las Indias, elaborada por Juan López de Velasco, no se habla prácticamente de reinos, sino que se divide la descripción por distritos de obispados, audiencias, etc. Es más, en el caso de Nueva España, por ejemplo, se habla siempre expresamente de la “provincia de Nueva España”. Si un cosmógrafo-cronista del Consejo de Indias, y estrecho colaborador del gran legislador indiano y visitador del Consejo de Indias Juan de Ovando, insiste en aplicar esta terminología, la sospecha es más que fundada de que en aquella época la Corona estaba poco inclinada a hacer suya la terminología creada por los conquistadores.[39]

			Si tenemos en cuenta que ya desde finales del reinado de Carlos V empezaban a aumentar considerablemente las quejas que envían los primeros conquistadores y sus descendientes sobre la falta de recompensa real a sus méritos, sobre su desplazamiento de cargos, encomiendas, etc., resulta evidente que la Corona estaba al parecer firmemente decidida a terminar con todos los vestigios señoriales y con la representación organizada en forma de cortes, juntas de ciudades, etc. Lo logró con un mecanismo simple: insistir en el derecho individual de representar al rey, admitiendo no sólo las representaciones directas a la Corona de todos los niveles de la nueva administración civil y eclesiástica, sino también de todas las corporaciones y hasta individuos en América. Aunque este aspecto no esté investigado a fondo, parece que la tendencia es muy clara y se refleja en un aluvión de cartas al rey sobre toda clase de organismos e individuos, que se canalizaba por medio del consejo de Indias.

			Según los estudios de historia económica y social, la época que va más o menos de 1560-1570 hasta 1620 puede calificarse como la fase de formación de la sociedad y de la economía coloniales. Los conquistadores, sus descendientes y los nuevos inmigrantes inician la adquisición de tierras y la organización de una agricultura a la europea. Se forman gremios de artesanos y se instrumentan los mecanismos del comercio interior. Pero tal proceso se ha relacionado sólo parcialmente con la amplia legislación metropolitana y americana en lo particular, pues los historiadores de la economía prestaban poca atención a la legislación correspondiente y los historiadores del derecho se limitaban a estudiar ésta sin indagar el impacto de tal legislación en el funcionamiento real de la economía.[40] Lo cierto es que dicho proceso va acompañado de la formación de élites y oligarquías coloniales, proceso en el cual la Corona participa activamente con la introducción del sistema de oficios vendibles y renunciables, que convierte a muchos cargos municipales, y parte también de la administración real, en venales. Se ofrecía así a las nuevas élites económicas la posibilidad de establecerse en puestos de importancia local, consolidando así su posición social. Se repite el mismo mecanismo que, ya a finales del siglo anterior, habían aplicado los Reyes Católicos para consolidar su autoridad en Castilla, frenando así de manera considerable, durante bastante tiempo, la pujanza del sistema representativo. Este mecanismo contribuyó seguramente de manera eficaz a que, también en época de Felipe II, se lograra establecer un sistema de administración fiscal y se pudiera introducir el sistema impositivo castellano.[41]

			La consolidación económica y social de las sociedades coloniales empieza poco a poco a minar el poder de la Corona porque el nuevo aparato administrativo, por afán de lucro y de ascenso social, entra cada vez más en afianzas con las oligarquías coloniales que controlan los recursos económicos en medida creciente. Se empieza a abrir una brecha entre los intereses criollos y los intereses metropolitanos, agudizada por las abultadas necesidades financieras de la metrópoli y el comienzo de la penetración extranjera, penetración ésta no sólo clandestina en el comercio legal, sino también directa por la intervención de fuerzas navales de los enemigos de España.

			Cuando los mecanismos tradicionales del control burocrático —visitas y residencias, establecimiento de las administraciones especiales mediante el sistema comisarial— no producen ya los resultados deseados, la Corona intenta, al principio del reinado de Felipe IV, lograr una mayor cohesión entre las distintas partes del Imperio, y obtener su mayor colaboración en los esfuerzos bélicos de España. Este esfuerzo no produce los resultados deseados, e incluso conduce a un fracaso estrepitoso en Nueva España con el levantamiento contra el virrey Gelves.[42] Parece que a partir de entonces la Corona ensaya nuevos métodos políticos en América. Se recurre al sistema de “donativos graciosos” exigidos a los americanos, y se empieza a beneficiar prácticamente a todos los cargos administrativos, contraviniendo abiertamente la propia política de asegurar el funcionamiento desinteresado y honesto de la burocracia.[43] Y no sólo se propagan muchos mecanismos de corrupción, sino que con el sistema de beneficios de cargos los criollos logran penetrar masivamente el aparato burocrático y manipular las instituciones en beneficio de sus intereses.[44] El criollismo se consolida así en la esfera económica y social, y también en la política. No podrá, pues, sorprender que este proceso se vea acompañado de manifestaciones culturales, ya muy claras, de una identidad propia.

			Paralelamente, en Hispanoamérica las regiones empiezan a articularse más en virtud del dinamismo de la economía, de las concentraciones demográficas, institucionales y de poder y de otros factores geopolíticos. Las nuevas articulaciones del espacio colonial sólo parcialmente, si acaso, respondían a las estructuras gubernamentales del aparato imperial establecido durante el siglo XVI. Basta con pensar en las desviaciones de la plata altoperuana vía Tucumán a Buenos Aires y en el intenso comercio y contrabando que se estableció en toda esta ruta y que en mucho contribuyó al auge progresivo de la región del Río de la Plata que finalmente llevó a la creación del virreinato del mismo nombre. El lento crecimiento de regiones como Chile, Venezuela y la capitanía general de Guatemala son otros ejemplos. Para estas regiones, excluidas del comercio directo con la metrópoli por el sistema de flotas y galeones, el contrabando era un recurso principal que les facilitaba un desarrollo autónomo, que a su vez contribuía a una mayor autonomía administrativa y, por lo tanto, también política. Al mismo tiempo se da un proceso inverso: por diferentes causas —geopolíticas, económicas, etc.— determinadas regiones, dotadas incluso de aparato burocrático propio, entran en la órbita de centros prepotentes que logran imponer su autoridad y poder política y económicamente. Tal es el caso, por ejemplo, de Nueva Galicia y de los demás reinos del norte de la Nueva España que dependen de la audiencia de Guadalajara.

			Este conjunto de desarrollos contradictorios, que se ha estudiado hasta la fecha sólo parcialmente en lo económico, pero muy poco en lo político-administrativo, es en realidad el inicio del proceso que hemos denominado fase de formación de protoestados. Se inicia durante el siglo XVII con el aumento progresivo del poder criollo y la lenta desarticulación del sistema imperial metropolitano que a fin de cuentas, durante el siglo XVIII, obliga a la Corona a reorganizar el sistema político-administrativo y espacial con la creación de nuevos virreinatos, gobiernos, audiencias, y también de las intendencias.

			Las reformas del siglo XVIII son, en gran medida, la consecuencia o la respuesta tardía a desarrollos previos que se produjeron más bien en contra de la voluntad de la metrópoli, en momentos de debilidad de la Corona frente al proceso de desarticulación imperial que no sólo se produce en América, sino también en las posesiones europeas. Es precisamente la perspectiva global del Imperio hispánico hacia la segunda mitad del siglo XVII la que permite caracterizar este proceso de desintegración imperial como un proceso de surgimiento de nuevas entidades políticas que adquieren un mayor grado de autonomía e influirán en la formación de nuevos Estados independientes. El proceso empieza con la rebelión de los Países Bajos, continúa en el siglo XVII con las rebeliones catalana y portuguesa, y después con el desmembramiento de las partes europeas del Imperio en la Paz de Utrecht. Hispanoamérica sigue este proceso con un retraso muy comprensible, pero lo sigue, e incluso con un grado mayor de autonomía, ya que faltan las fuertes injerencias extranjeras que, en el caso de Europa, contribuyeron poderosamente a la aceleración del proceso desintegrador. Es, pues, lícito hablar desde la perspectiva latinoamericana de un proceso de formación de protoestados si se piensa en el sistema de Estados independientes que a principios del siglo XIX van a surgir de las luchas independentistas.

			En este contexto conviene recordar otro fenómeno poco estudiado, pero bastante claro: el reconocimiento del estatus de reinos a las posesiones hispánicas en América en el momento de mayor debilidad de la Corona. Esto se deduce de una rápida ojeada al proceso de recopilación y sistematización de la legislación indiana. El primer intento a finales del siglo XVI, realizado por Diego de Encinas, se denomina todavía “Cedulario indiano”; en los años veinte del siglo XVII Antonio de León Pinelo redacta su “Recopilación de Indias…”, y en 1680-1681 se publica finalmente la “Recopilación de leyes de los Reynos de las Indias…”.[45] Es poco probable que tales denominaciones sean una casualidad en una época en la cual el estilo cortesano y los conceptos jurídicos son tan importantes en la vida política y administrativa. Todavía se tendrá que profundizar en el estudio de este problema, tan importante con respecto al concepto que la Corona tiene de sus posesiones americanas. Esto es tanto más importante si se piensa que a principios de la época borbónica empieza ya a difundirse en la península el concepto de “colonias”. Y aunque este concepto no penetra en la legislación, lo comparten muchos altos funcionarios en los reinados de Felipe V a Carlos III. La reacción criolla en la segunda mitad del siglo XVIII, hasta los inicios del movimiento emancipador, acentuará otra vez el concepto de “reino” que, al menos en los años noventa del siglo XVIII, una parte de los altos mandos metropolitanos acepta nuevamente. Pero del mismo modo que los dirigentes peninsulares no están de acuerdo en sus conceptos sobre América, tampoco los criollos constituyen ya un bloque homogéneo de convicciones políticas, pues las ideas de la Ilustración y las reformas de Carlos III los han ido dividiendo. Aunque la historiografía reciente sólo lo reconoce de paso, y sin prestar mucha importancia al hecho,[46] éste parece cierto si se consideran con detenimiento los debates políticos de ambos lados del Atlántico.

			El reformismo de Carlos III es, por supuesto, el último gran esfuerzo de la Corona para reestructurar todo el conjunto americano. Las opiniones de la historiografía reciente sobre el impacto de estas reformas son, sin embargo, muy contradictorias. Las afirmaciones de los estudiosos van desde las de quienes consideran que tuvieron poco impacto hasta las de los que piensan que contribuyeron a desarticular definitivamente el vínculo entre la metrópoli y sus posesiones americanas, preparando así el proceso emancipador. Para poder opinar sobre este tema es necesario definir primero las metas principales que perseguían las reformas. Frecuentemente se reduce este aspecto al interés de la Corona en aumentar su control sobre América y lograr mayores ingresos fiscales y ganancias comerciales. La realidad es, no obstante, más compleja y el análisis detallado de las distintas medidas permite descubrir muchas facetas más del impacto de las reformas, según los niveles sociales, económicos y geográficos que se consideren. No son las reformas ni tan rotundamente anticriollas, como se ha querido afirmar, ni tan abiertamente en favor de la metrópoli, como también se ha dicho. Amplios sectores criollos se beneficiaron, por ejemplo, de la introducción del comercio libre, especialmente en los ámbitos provincianos. Y con la introducción de las intendencias se beneficiaron los grupos locales distantes de los centros del poder burocráticos y económicos coloniales. Por lo demás, el aumento de los ingresos fiscales va a la par con el aumento del gasto fiscal en América.

			En todo caso, si se combinan los significados de las distintas medidas, lo más probable es que se trate de la introducción de un nuevo concepto del Estado, que dispone de una burocracia más eficaz y que tiende a romper el poder de grupos oligárquicos y a dinamizar a la sociedad. El impacto fue distinto según las regiones y en atención a sus distintas realidades, pero fue en general considerable pues contribuyó, en suma, a desestabilizar estructuras económicas, sociales y políticas previas y a introducir nuevos patrones culturales. Por lo demás, la serie de rebeliones originadas por las reformas revelan, que el conjunto de medidas introducidas afectó los intereses creados de modo muy diverso. Aunque en la década de 1790 la Corona trató de suavizar el impacto producido por las reformas precedentes, sólo lo logró en parte, pues la situación en España no permite ya la aplicación de una política clara y perseguida con cierta continuidad.

			Contribuyen claramente las reformas a precipitar al conjunto de reinos y provincias americanas en las guerras de Independencia, pero no pueden interpretarse éstas partiendo de un modelo bipolar —aquí lo americano, allá lo peninsular—. La realidad es más compleja y presenta a veces el carácter de guerras civiles en las cuales se luchaba por intereses regionales, políticos, económicos, etc. Son momentos en los que se ajustan cuentas, acumuladas desde hacía mucho, entre peninsulares y criollos, entre criollos provincianos y criollos metropolitanos, entre élites europeo-americanas y castas, entre señores y dependientes o esclavos, etc. De los reinos iniciales, muy pocos lograron convertirse en Estados independientes sin grandes cambios: Chile y Quito; Nueva España y Nueva Granada se extendieron más allá de sus fronteras iniciales; Guatemala y Perú fueron recortados, y los reinos al norte de la Nueva España fueron absorbidos por ésta. Los motores del proceso fueron, sin embargo, dos provincias: Venezuela y Buenos Aires, movidas por criollos —¿pero, con qué identidad?— inspirados por las ideas de la Europa revolucionaria, mientras que las élites criollas de los antiguos reinos conservaron hasta muy tarde las ideas bajomedievales de la representación.
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					[5]  Como ejemplo, los dos volúmenes de actas del Congreso de la Asociación de Historiadores Latinoamericanos Europeos (Ahila), 1985, en Florencia: Antonio Annino, Marcello Carmagnani y otros (eds.), America Latina: Dallo Stato Coloniale allo Stato Nazione, 1750-1940, 2 vols., Milán, 1987.
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					[13]  Para el caso de los indios, cfr. Marcello Carmagnani, El regreso de los dioses. El proceso de reconstitución de la identidad étnica en Oaxaca. Siglos XVIII y XIX, México, 1988. Menos claro es el caso de las castas —los grupos con mezcla de sangre—, pero hay indicios de que se sirven, según la oportunidad, de sistemas de valores diferentes para intentar mejorar su posición social; cfr. el caso referido en el real de minas de Zimapán, a finales del siglo XVIII, en Horst Pietschmann, “Estado colonial y mentalidad social: el ejercicio del poder frente a distintos sistemas de valores, siglo XVIII”, en Antonio Annino, Marcello Carmagnani y otros (comps.), America Latina, Dallo Stato Coloniale allo Stato Nazione, vol. 2, pp. 427-447.
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					[19]  Richard Konetzke, Colección de documentos para la historia de la formación social de Hispanoamérica, 1493-1810, 3 vols., en 5 t., Madrid, 1953-1962; de el mismo, “Süd und Mittelamerika I. Die Indianerkulturen Altamerikas und die spanisch-portugiesche Kolonialherrschaft”, Fischer Welteschichte, vol. 22, Frankfurt, 1965 (edición castellana: América Latina II. La época colonial. Historia universal, Siglo XXI, Madrid, 1971); Lateinamerika. Entdeckung, Eroberung, Kolonisation, Gesammelte Aufsatze von Richard Konetzke, editados por Günter Kahle y Horst Pietschmann, Colonia-Viena, 1983 (esta colección incluye los artículos más importantes de Konetzke, de los cuales la mayoría están escritos en español).
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					[21]  Ernesto Scháfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Su historia, organización y labor administrativa hasta la terminación de la Casa de Austria, 2 vols., Sevilla, 1935-1947. El volumen editado por Demetrio Ramos et al., El Consejo de las Indias en el siglo XVI (Valladolid, 1970), amplía la visión previa de Scháfer, aunque tampoco analice, de manera sistemática, la política económica, social, etc., que este organismo articuló, ciñéndose sus análisis a aspectos parciales: medidas frente a determinados problemas, grupos sociales, etcétera.

				

				
					[22]  No hay estudios, que nosotros sepamos, sobre el origen del concepto “superior gobierno”. Lo hemos discutido en el contexto de las reformas borbónicas en nuestro libro sobre las intendencias (citado en la nota 5). Ya en 1628 el marqués de Guadalcázar, virrey de Perú, alude a los dos tipos de gobierno que le incumben, al decir que en una región determinada ejerce el virrey el “gobierno universal”, mientras que un territorio mucho más extenso le es asignada la “superintendencia”. Con este segundo término no se refiere, aparentemente, a un cargo determinado, sino a una especie de superioridad poco definida. Cfr. Horst Pietschmann, “Antecedentes”, cit. en la nota 16. El significado de los pleitos de competencias aparece de forma indirecta en muchos de los estudios sobre los grupos de poder; cfr, por ejemplo, la bibliografía citada en la nota 11.

				

				
					[23]  Cfr. Peter Gerhard, Geografía histórica de la Nueva España, 1519-1821, México, 1986, y también sus dos libros posteriores sobre el distrito de la audiencia de Guadalajara y la zona de Tabasco, Campeche y Yucatán.

				

				
					[24]  En estudios sobre gobernaciones individuales, obispados determinados y la administración de rentas reales se encuentran a menudo datos de índole histórico-geográfica. La amplia bibliografía sobre pleitos fronterizos en el siglo XIX incluye también documentación e información sobre estos aspectos. Los intentos de construcción de atlas histórico-geográficos suelen, no obstante, encerrar muchos defectos, u omiten entrar en detalles. Cfr. Cathryn L. Lombardi y John V. Lombardi, Latin American History. A Teaching Atlas, Madison, 1983; Francisco Morales Padrón, Atlas histórico cultural de América, 2 vols., Las Palmas de Gran Canaria, 1988; Enrique Florescano (coord.), Atlas histórico de México, México, 1983. Con frecuencia se encuentra en la bibliografía la distinción entre provincias mayores y menores, pero, generalmente, quedan muy vagos los criterios que se utilizan para distinguir unas de otras y frecuentemente no corresponden a jurisdicciones administrativas concretas. También la tendencia a buscar el origen de estas provincias en el proceso de la conquista parece discutible, puesto que existen fuertes indicios que indican que se respetaban mucho más de lo que se pensaba las divisiones indígenas prehispánicas, cfr. Günter Vollmer, “Mexikanische Regionalbezeichnungen”, en 16 Jahrhundert, Jahrbuch... lateinamerikas, vol. 9 (1972), pp. 40-101.

				

				
					[25]  Esta visión está facilitada ahora, en lo que respecta a las comunicaciones, por el libro de Ramón Serrera, Tráfico terrestre y red vial en las Indias españolas, Madrid, 1992.

				

				
					[26]  Cfr. Mark A. Burkholder y D. S. Chandler, De la impotencia a la autoridad. La Corona española y las audiencias en América, 1687-1808, México, 1984 (1a. ed. en inglés, University of Missouri Press, 1977), y otros estudios de los mismos autores sobre dicha temática: Guillermo Lohmann Villena, Los ministros de la Audiencia de Lima en el reinado de los Borbones, 1700-1821, Sevilla, 1974; Linda J. Arnold, Bureaucracy and Bureaucrats in Mexico City, 1742-1835, Tucson, 1988. En general se afirma que los Borbones trataron de frenar el poder criollo, pero, hasta la fecha, esto se ha podido probar sólo en lo que respecta a la jerarquía superior de la administración, ya que carecemos de estudios sobre lo que sucedía en otras esferas. En el nivel de los cabildos, en todo caso, la introducción de regidores honorarios con Carlos III permitió que elementos nuevos del mundo criollo tuvieran acceso a puestos directivos en los municipios. Cfr. Jochen Meissner, Eine Elite im Umbruch, pp. 123 ss.

				

				
					[27]  La vinculación se había logrado ya con el empleo, por parte de las oficinas administrativas, de muchos escribanos, puestos éstos que eran ocupados generalmente por criollos, por ser oficios vendibles y renunciables y, en consecuencia, en manos de personas radicadas en América. Cfr. Jorge Lujan Muñoz, Los escribanos en las Indias Occidentales, México, 1982. Hubo siempre, por lo demás, muchos criollos en cargos administrativos medianos e inferiores, en la administración de rentas y, por supuesto, en la administración municipal. Además los memoriales de pretendientes a oficios, que mencionan generalmente los servicios de sus antepasados, permiten rastrear muy claramente el cambio de peninsular a criollo en cargos militares y administrativos; cfr., por ejemplo, Antonio Rodríguez-Moñino, Memoriales presentados al Real Consejo de Indias (1626-1630), Madrid, 1953, que aparte de presentar un inventario de un fondo preciso reproduce una gran cantidad de estos memoriales, de los cuales muchos fueron presentados por personas ya arraigadas en América.

				

				
					[28]  Cfr. por ejemplo, Daniéle Dehouve, Quand les banquiers étaient des Saints. 450 ans de l’ histoire économique et sociale d’ une province indienne du Mexique, París, 1990; Arij Ouveneel y Simon Miller (comps.), The Indian Community of Colonial Mexico. Fifteen Essays on Land Tenure, Corporate Organization, Ideology and Village Politics, Amsterdam, 1990.

				

				
					[29]  Nicolás Sánchez Albornoz, La población de América Latina. Desde los tiempos precolombinos al año 2000, Madrid, 1973 y ediciones posteriores.

				

				
					[30]  Cfr. el libro de Ramón Serrera, Tráfico terrestre.

				

				
					[31]  Basta revisar las memorias de gobierno de los virreyes para ver la cantidad de problemas y conflictos que dejaban pendientes al abandonar el cargo. Los casos se encuentran luego en las memorias de gobierno de sus sucesores. Cfr. Lewis Hanke, Los virreyes españoles en América durante el gobierno de la Casa de Austria. Perú, 7 vols., Madrid, 1978-1980. (Hanke editó también las memorias de los virreyes novohispanos en la misma Biblioteca de Autores Españoles, en 5 vols.)

				

				
					[32]  Cfr. Ismael Sánchez Bella, Derecho indiano. Estudios, 2 vols., Pamplona, 1991, vol. I: Las visitas generales en la América española (siglos XVI-XVII).

				

				
					[33]  Cfr. John Fisher, Allan J. Kuethe y Anthony McFarlane (comps.), Reform and Insurrection in Bourbon New Granada and Peru, Baton Rouge y London, 1990. En general son muy conocidos los conflictos del siglo XIX en Colombia. En este aspecto, sería quizás instructivo comparar México y Nueva Granada Colombia, teniendo en cuenta las diferentes estructuras geográficas, demográficas y económico-sociales.

				

				
					[34]  Cfr. para lo precedente y lo que sigue, Luis Arratiz Márquez, “Repartimientos y encomiendas en la Isla Española”, El repartimiento de Albuquerque de 1514, Madrid, 1991; del mismo, Don Diego Colón, t. 1, Madrid, 1982; Frank Moya Pons, Después de Colón. Trabajo, sociedad y política en la economía de oro, Madrid, 1986; O. García Regueiro, “Oro y población”, La producción aurífera cubana: 1518-1542, Madrid, 1994; Horst Pietschmann, “La evangelización y la política de poblamiento y urbanización en Hispanoamérica”, en Pontificia Comissio pro America Latina (comp.), Historia de la evangelización de América. Trayectoria, identidad y esperanza de un continente, Ciudad del Vaticano, 1992, pp. 489 ss.; del mismo, “La resistencia española al imperio: Las Indias en los años iniciales del reinado de Carlos V”, en Universidad Complutense de Madrid (comp.), Estudios de Historia del derecho europeo. Homenaje al Prof. G. Martínez Diez, 2 vols., Madrid, 1994, vol. 2, pp. 13-30, id. “Los problemas políticos indianos, el humanismo político y la autoridad imperial”, Carlos V y la quiebra del humanismo político en Europa (1530-1558), Sociedad Estatal para la Conmemoración de los Centenarios de Felipe II y Carlos V, 5 vols., Madrid, 2001, vol. IV, pp. 48-70. Habiéndome ocupado ya en muchos trabajos de esta problemática a lo largo de la época colonial, prescindo a continuación de referir la amplia bibliografía sobre estos temas, citada en los trabajos referidos; a continuación me ciño sólo a los títulos precisos para ilustrar los contextos referidos.

				

				
					[35]  Aparte de lo citado en la nota anterior, cfr. Manuel Giménez Fernández, Bartolomé de Las Casas, 2 vols., Sevilla, 1958-1960; Demetrio Ramos, Hernán Cortés. Mentalidad y propósitos, Madrid, 1992; en cuanto a la investigación etnohistórica, cfr. Horst Pietschmann, “Sprache, Mission und Kolonisation oder die Entstehung neuer kultureller Identit: das Beispiel Mexiko”, Internationale Schulbuchforschung. Zeitschrift des Georg-Eckert-Instituts, Braunschweing, año 15, núm. 4 (1993), pp. 435-449, donde se cita ampliamente; además del mismo, “Estado y conquistadores: las capitulaciones”, Historia, Santiago, vol. 22 (1987), pp. 249 ss.

				

				
					[36]  Manuel Giménez Fernández, Bartolomé de Las Casas..., nota 34, vol. 2, pp. 147 ss.; del mismo, “Las cortes de La Española de 1518”, Anales de la Universidad Hispalense, vol. XV, núm. 2, 1954, pp. 47 ss.

				

				
					[37]  Para el conjunto del desarrollo durante el siglo XVI, cfr. Horst Pietschmann, El Estado y su evolución al principio de la colonización española de América, México, 1989; con respecto a las alusiones de Hernán Cortés al Imperio, cfr. Viktor Frankl, “Die Begriffe des mexikanischien Kaisertums und der Weltmonarchie in den ‘cartas de relación’ des Hernán Cortés”, Saeculum, vol. XIII, núm. 1, pp. 1 ss. (edición castellana en Cuadernos Hispanoamericanos, núm. 165 [1963], pp. 443 ss.).

				

				
					[38]  Real Cédula de Felipe II, Monzón, 27 de septiembre de 1563, Real Academia de la Historia, Colección Salazar y Castro, núm. 22, hoja 106.

				

				
					[39]  Cfr. Juan López de Velasco, Geografía y descripción universal de las Indias, edición de don Marcos Jiménez de la Espada, Biblioteca de Autores Españoles, tomo CCXLVIII, Madrid, 1971.

				

				
					[40]  Las referencias a la bibliografía jurídica se encuentran muy juntas, al menos en cuanto a la mayoría de estudios que se presentaron a los congresos del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, en Alberto de la Hera, Ana María Barrero, Rosa María Martínez de Codes, La historia del derecho indiano. Aportaciones del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano a la bibliografía jurídica americanista, Madrid, 1989; en cuanto a la historiografía económica y social, remito a las bibliografías incluidas en Balance de la historiografía sobre Iberoamérica (1945-1988), IV Conversaciones Internacionales de Historia, Pamplona, 1989.

				

				
					[41]  Cfr. Horst Pietschmann, Die staatliche Organisation des kolonialen Iberoamerika, Stuttgart, 1980, donde se encuentra sintetizado, con bibliografía, el desarrollo político que aquí se menciona.

				

				
					[42]  Cfr. por ejemplo, Jonathan Israel, Race, Class and Politics in Colonial Mexico 1610-1670, Oxford, 1975.

				

				
					[43]  Cfr. Horst Pietschmann, “Burocracia y corrupción en Hispanoamérica colonial. Una aproximación tentativa”, Nova America, Turín, vol. 5, 1982, pp. 11 ss.; del mismo, “Antecedentes españoles e hispanoamericanos de las intendencias”, en Anuario de Estudios Americanos, Sevilla, vol. XL (1983), pp. 359 ss.

				

				
					[44]  Cfr. por ejemplo, M. A. Burkholder y D. S. Chandler, From Impotence to Authority. The Spanish Crown and the American Audiencias, 1687-1808, Columbia, 1977, y otros estudios sobre el mismo tema de los mismos autores, para el caso de las audiencias. Toda una serie de otros estudios analizan esta práctica con respecto a otros cargos, cfr. Horst Pietschmann, “Burocracia...”, nota 42, con referencias bibliográficas a otros estudios.

				

				
					[45]  Diego de Encinas, Cedulario indiano, 4 vols., Madrid, 1946 (edición facsimilar); Ismael Sánchez Bella (comp.), Recopilación de las Indias por Antonio de León Pinelo, 3 vols., México, 1992; Recopilación de leyes de los reynos de las Indias, mandadas imprimir, y publicar por la Magestad Católica del Rey Carlos II..., 4 vols., Madrid, 1973 (edición facsimilar).

				

				
					[46]  Se analizó esta problemática más largamente en Horst Pietschmann, “Protoliberalismo, reformas borbónicas y revolución: la Nueva España en el último tercio del siglo XVIII”, en Josefina Zoraida Vázquez (coord.), Interpretaciones del siglo XVIII mexicano. El impacto de las reformas borbónicas, México, 1992, pp. 27 ss. Más detalladamente se insiste en estos problemas en un estudio del autor sobre el impacto de las reformas de Carlos III en Nueva España según un documento coetáneo, que se publicará en el año 1994 en el Jahrbuch für Geschichte von Staat, Wirstschaft und Gesellschaft Lateinamerikas, en español.
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